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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión General

1. Desde su anterior Examen de las Políticas Comerciales en 1996, El Salvador ha seguido liberalizando gradualmente su régimen comercial.  En particular, El Salvador ha tomado medidas para simplificar los procedimientos aduaneros y aplica desde marzo de 2002 el Acuerdo sobre Valoración en Aduana aunque, conforme a la solicitud que presentó al respecto ante la OMC, aplica valores mínimos a ciertos productos usados provenientes de interlocutores que no se benefician de un trato preferencial.  El promedio arancelario ha disminuido al 7,4 por ciento en 2002 aunque el nivel de protección medio para los productos agrícolas es superior y los aranceles muestran progresividad en varios sectores.  Se aplican aranceles más bajos a un número creciente de interlocutores con trato preferencial.  El Salvador consolidó la mayoría de su universo arancelario a 40 por ciento;  las excepciones incluyen principalmente productos alimenticios, maderas y minerales no metálicos. 

2. Durante el período objeto de examen, El Salvador implementó contingentes arancelarios de importación para uno de los productos incluidos en sus compromisos de acceso mínimo acordados en la Ronda Uruguay.  Por otra parte, El Salvador mantiene "contingentes de desabastecimiento" a través de los cuales permite la importación de mercancías con un arancel que en la mayoría de los casos es cero cuando los productores nacionales no pueden atender en un cien por ciento la demanda interna;  dichos contingentes se distribuyen entre la industria en proporción a las compras que hacen de productores nacionales. 

3. El uso de obstáculos no arancelarios parece limitado.  El Salvador aplica licencias no automáticas por razones económicas únicamente a la importación de sacos de fibras burdas;  otras restricciones y prohibiciones de importación parecen utilizarse por razones de protección del orden político y social, de la moral pública o del medio ambiente.  No se han aplicado derechos antidumping o compensatorios.  En materia de salvaguardia se iniciaron tres procedimientos, todos ellos concluidos sin la aplicación de medidas de salvaguardia.  El Salvador aplica una regulación técnica que exige que el azúcar destinada al mercado interno sea reforzada con vitamina A.  Dos miembros de la OMC han llamado la atención ante aparentes dificultades de acceso que plantean ciertas medidas sanitarias y fitosanitarias aplicadas por El Salvador.

4. Persiste una marcada diferencia entre las condiciones que se aplican al comercio bajo el régimen general o bajo los programas de zonas francas y de depósitos de perfeccionamiento activo, los cuales rigen las actividades de la mayor parte de los exportadores del país.  Esos esquemas otorgan un régimen libre de impuestos a los productores que acogen;  también conllevan subsidios a la exportación que El Salvador notificó al Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias, y para cuya eliminación obtuvo una prórroga.

5. En materia de legislación sobre competencia, no se han introducido cambios significativos desde el anterior Examen de El Salvador, excepto en el sector de las telecomunicaciones.  Las autoridades han venido trabajando por varios años en la elaboración de un anteproyecto de ley de competencia, cuya adopción llenaría un importante vacío ya que el nivel de competencia en el mercado nacional parecería ser limitado.  El Salvador no es signatario del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública;  a partir del 2000 entró en vigencia una nueva ley que podría estimular la competencia en el mercado interno de contratación pública, aunque la participación de las empresas extranjeras ha quedado a discreción de las entidades contratantes.

6. El Salvador protege los derechos de propiedad intelectual mediante una combinación de disposiciones internacionales y nacionales, que fueron examinadas por el Consejo de los ADPIC en 2000.

2) Medidas que afectan a las importaciones

i) Procedimientos

7. El régimen aduanero de El Salvador está fundamentado en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano III (CAUCA III, aprobado mediante Resolución 85-2002 del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, adoptada mediante Acuerdo Ejecutivo Nº 606 del Ramo de Economía, publicado en el Diario Oficial Nº 128, Tomo 356, 11 de julio de 2002), la reglamentación nacional de dicho código (RENCAUCA, aprobada el 9 de junio de 1994) y varias disposiciones nacionales incluidas la Ley de Registro de Importadores (Decreto Nº 224, 14 de diciembre de 2000, publicado en el Diario Oficial Nº 241, Tomo Nº 349, 22 de diciembre de 2000), la Ley de Simplificación Aduanera (Decreto Nº 529, 3 de febrero de 1999), la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras (Decreto Nº 551, 20 de septiembre de 2000, publicado en el Diario Oficial Nº 204, Tomo 353, 29 de octubre de 2001) y sus reformas (Decreto Nº 787, 22 de marzo 2002).  Actualmente El Salvador, Costa Rica, Guatemala, Honduras y Nicaragua están trabajando en un reglamento común del CAUCA III (RECAUCA).

8. La Dirección General de la Renta de Aduanas (DGRA), adscrita al Ministerio de Hacienda, es la instancia encargada de aplicar y de verificar la normativa aduanera, en particular los procedimientos de importación.  Como regla general, la presentación de la declaración aduanera de importación requiere la intervención de un agente aduanero.  En el caso del Teledespacho (véase infra), introducido mediante la Ley de Simplificación Aduanera, el uso de un agente aduanero es optativo para las personas jurídicas.

9. La declaración aduanera debe contener como mínimo la siguiente información:  régimen aduanero que solicita;  identificación del consignatario o consignante;  identificación del declarante o de su representante;  clase del medio de transporte;  número del manifiesto de carga; número del documento de transporte respectivo; país de origen y de procedencia de las mercancías;  identificación de la mercancía;  clasificación arancelaria de las mercancías y su descripción comercial;  valor en aduanas de las mercancías; y derechos e impuestos aplicables al adeudo.

10. La declaración debe sustentarse, según el régimen aduanero de que se trate, en los documentos siguientes:  factura comercial;  documentos de transporte (tales como conocimiento de embarque, carta de porte, guía aérea u otro documento equivalente);  declaración del valor en aduana de las mercancías;  certificado de origen de las mercancías, cuando proceda;  licencias, permisos o certificados referidos al cumplimiento de las restricciones y regulaciones no arancelarias a que estén sujetas las mercancías;  y demás autorizaciones o garantías exigibles en razón de su naturaleza y del régimen aduanero a que se destinen.

11. A raíz de los programas de modernización del Estado, en los últimos años el Gobierno salvadoreño ha venido impulsando varias medidas dirigidas a aumentar la eficiencia del sistema de aduanas del país.  Una de estas medidas es la adopción de un sistema de calidad basado en la norma ISO 9001 por parte de la DGRA, la cual obtuvo un certificado de conformidad con dicha norma (renovado en junio de 2002).

12. Otra iniciativa enmarcada dentro de los programas de modernización del Estado es la implementación de un sistema automatizado conocido como Teledespacho.  Este sistema permite al usuario transmitir por vía electrónica su declaración de mercancías a las autoridades aduaneras.  Según la DGRA, el uso de Teledespacho permite reducir el tiempo necesario para liquidar una declaración de un promedio de media hora a tan sólo cinco minutos.  Desde febrero de 2002 es posible acceder a Teledespacho a través de Internet.

13. Las autoridades señalaron que el tiempo necesario para que las mercancías pasen por aduana varía, ya que existe un sistema de semáforo fiscal mediante el cual las mercancías se someten a uno de los siguientes controles:  i) aforo físico si las mercancías reciben luz roja;  ii) levante automático (luz verde);  o iii) revisión de los documentos para posteriores fiscalizaciones (luz amarilla).  Cuando las mercancías reciben luz verde el tiempo de despacho oscila entre cinco y 20 minutos, mientras que en el caso de luz roja el tiempo estimado es de dos a 24 horas siempre y cuando no existan discrepancias en el proceso y el número de partidas por inspección no sobrepase las 20.  El sistema de semáforo fiscal que aplican las aduanas salvadoreñas no es aleatorio, sino que se alimenta de una serie de parámetros (clasificación arancelaria de la mercancía, países de origen y procedencia, identidades del importador y transportista, entre otros) que en su conjunto determinan el grado de control al que quedan sometidas las mercancías.  No existen estadísticas sobre la frecuencia de uso de cada tipo de control.

14. Los recursos que un usuario aduanero puede interponer ante cualquier inconformidad por las actuaciones de la DGRA se encuentran establecidos en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley de Simplificación Aduanera.  Conforme a las disposiciones ahí descritas, el usuario puede hacer uso de los recursos siguientes:  i) recurso de reconsideración ante el mismo administrador de aduana;  ii) recurso de revisión ante el director general de la Renta de Aduanas;  iii) recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos;  iv) recurso de amparo ante la Corte Suprema de Justicia;  y v) recurso contencioso administrativo ante la Corte Suprema de Justicia.

15. Con respecto al número de resoluciones impugnadas, las autoridades señalaron que de enero a junio de 2002 se interpusieron 84 recursos, lo que significa un promedio de 14 recursos mensuales.  De dichos recursos, la Dirección General de la Renta de Aduanas ha confirmado las resoluciones recurridas o rechazado los recursos en las tres cuartas partes de los casos, al determinar que eran improcedentes o inadmisibles por falta de competencia o por extemporáneos.

ii) Valoración en aduana y normas de origen

a) Valoración en aduana

16. Entre 1996 y 2001, El Salvador aplicó la legislación centroamericana sobre el valor aduanero de las mercancías y su reglamento (Anexo B del Convenio sobre el Régimen Arancelario Centroamericano), cuyo método de definición del valor en aduanas se fundamenta en la definición de Bruselas.  El Salvador se acogió al párrafo 1 del artículo 20 del Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC para retrasar la aplicación de sus disposiciones por un período de cinco años desde su fecha de entrada en vigor, por lo cual le correspondía aplicar las disposiciones del Acuerdo a más tardar el 7 de mayo de 2000.  Sin embargo El Salvador solicitó y obtuvo la posibilidad de retrasar la aplicación de las disposiciones del Acuerdo hasta el 7 de septiembre de 2001.
  
17. En esta última fecha El Salvador nuevamente solicitó una prórroga para la aplicación de algunas disposiciones de dicho Acuerdo, entre ellas las relativas a la aplicación de precios mínimos para una lista reducida de mercancías.  Esta prórroga se concedió por un período de seis meses, hasta el 7 marzo de 2002,
 fecha a partir de la cual El Salvador aplica el Acuerdo sobre Valoración en Aduana excepto en lo que se refiere a las disciplinas sobre precios mínimos contenidas en dicho Acuerdo.  En mayo de 2002, El Salvador solicitó la aplicación de valores mínimos a varios productos por un período de entre dos y cuatro años.
  En respuesta a esta solicitud, el Consejo General, en su decisión de 8 de julio de 2002 dispuso que El Salvador podría aplicar valores mínimos a las prendas de vestir hasta el 7 de marzo de 2003, y hasta el 7 de marzo de 2005 a los artículos de prendería;  televisores usados;  calzado; neumáticos, recauchutados o usados;  sacos y talegas para envasar, de yute o demás fibras textiles de la partida SA 53.03;  vehículos usados y piezas de repuesto usadas y accesorios de los mismos.
  En el contexto del presente examen, las autoridades señalaron que a finales de 2002 sólo se aplican valores mínimos a estos productos si se importan en estado usado.

18. El Salvador aplica el Código de Valoración Aduanera del GATT de 1994 a las importaciones preferenciales.  En el caso de los tratados de libre comercio con Chile, México y la República Dominicana, se prohíbe explícitamente la aplicación de valores mínimos, aunque El Salvador se reservó el derecho de aplicar dichos valores a algunas categorías de bienes usados provenientes de Chile y México.

19. Las autoridades prepararon un proyecto de Ley Nacional del Valor Aduanero de las Mercancías con el fin de contar con una legislación nacional que complemente y asegure la correcta aplicación de las normas contenidas en el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.
  A mediados de 2002 dicho proyecto de ley se encontraba en proceso de revisión en la Asamblea Legislativa.

b) Normas de origen

20. El Salvador aplica normas de origen preferenciales definidas en los diferentes acuerdos comerciales suscritos;  sin embargo, no aplica normas de origen no preferenciales.  Las normas de origen preferenciales están contenidas en los siguientes tratados:  Tratado General de Integración Económica Centroamericana;  Reglamento Centroamericano sobre el Origen de las Mercancías y el Anexo de Reglas de Origen Específicas;  Tratado de Libre Comercio entre México y las Repúblicas de El Salvador, Guatemala y Honduras;  Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana y sus protocolos bilaterales;   Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y su protocolo bilateral;  y el Tratado de Libre Comercio entre El Salvador y Panamá y su protocolo bilateral.

21. Las normas de origen preferenciales aplicadas por El Salvador a bienes no producidos enteramente en el territorio cubierto por un tratado de comercio preferencial varían con cada tratado y frecuentemente para diferentes bienes, pero en general están basadas en el principio de cambio de clasificación arancelaria complementado por reglas accesorias.  Las normas accesorias incluyen generalmente requisitos de valor de contenido regional, que se calcula conforme al método del valor de transacción.

iii) Aranceles

a) Estructura y niveles

22. El Salvador concede por lo menos trato NMF a los miembros de la OMC, aunque no aplica los Acuerdos Comerciales Multilaterales a la República Popular China, de conformidad con el Artículo XIII del Acuerdo de Marrakech (capítulo II 4) i)).

23. El Salvador aplica el Arancel Centroamericano de Importación, que contiene la nomenclatura para la clasificación oficial de las mercancías (Sistema Arancelario Centroamericano, (SAC), así como los derechos arancelarios a la importación y las normas que regulan la ejecución de sus disposiciones.  Dicho arancel es común a los países miembros del Mercado Común Centroamericano (MCCA).  El SAC está basado en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).  La Segunda Enmienda del SA fue incorporada al SAC el 1º de septiembre de 1996 mediante Resolución N° 22-96 adoptada el 22 de mayo de 1996 por el Consejo de Ministros Responsables de la Integración Económica y Desarrollo Regional (COMRIEDRE).  La adecuación del SAC conforme a la tercera enmienda del SA entró en vigor el 1º de octubre de 2002, según Resolución Nº 89-2002 del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano de 23 de agosto de 2002.

24. Los derechos arancelarios aplicados y sus modificaciones deben ser aprobados por el Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano.  Los parámetros generales de la política arancelaria se especificaron en la Resolución 26-96 del COMRIEDRE de 22 de mayo de 1996, que estableció los siguientes niveles arancelarios ad valorem:  0 por ciento para materias primas y bienes intermedios y de capital no producidos en la región;  5 por ciento para materias primas producidas en la región;  10 por ciento para los bienes intermedios y de capital producidos en la región;  y 15 por ciento para los bienes finales.  La Resolución también establece que se podrán aplicar otros aranceles por razones de carácter fiscal, compromisos asumidos ante la OMC, así como situaciones propias de las cadenas productivas de productos específicos.

25. En agosto de 2002, el arancel salvadoreño contenía 5.989 líneas arancelarias de 8 dígitos.  Todos los derechos arancelarios a la importación (DAI) son ad valorem y se aplican al valor c.i.f. de las mercancías.  Conforme al programa de desgravación aprobado a nivel regional, el promedio arancelario de El Salvador ha disminuido progresivamente del 10,1 por ciento en 1995 al 7,4 por ciento en 2002 (cuadro III.1).  Asimismo, coincidiendo con los objetivos fijados en el seno del MCCA, la gran mayoría (86,5 por ciento) de las fracciones arancelarias está distribuida en el intervalo del 0 al 15 por ciento, y cerca de la mitad de ellas (47,1 por ciento) se sitúa a un nivel de cero.  Entre 1995 y 2002, aumentó la dispersión de los aranceles aplicados (tanto medida por la desviación estándar como por el coeficiente de variación).

26. El promedio arancelario para los productos agrícolas (definidos conforme al Anexo I del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC) es superior al de los demás productos (respectivamente 12 por ciento y 6,7 por ciento).  Entre los productos agropecuarios que gozan de mayor protección destacan los siguientes:  la carne de porcino y algunos de sus derivados (SA 0203 y 0209);  productos lácteos (SA 04);  arroz (SA 1006);  grasa de cerdo (SA 1501);  embutidos y preparaciones de carnes (SA 1601 y 1602);  azúcar (SA 1701);  y alcohol etílico (SA 2207). 

27. Reflejando en parte los lineamientos establecidos a nivel del MCCA, los promedios arancelarios aplicados en varios sectores manufactureros muestran una clara progresividad arancelaria (gráfico III.1).

b) Consolidaciones

28. Durante la Ronda Uruguay, El Salvador consolidó la mayoría de las líneas arancelarias, con el 72 por ciento de su universo arancelario consolidado a un nivel máximo del 40 por ciento;  las excepciones a ese nivel general incluyen los productos agrícolas especificados en su lista de compromisos así como las excepciones estipuladas en los anexos A y B de su Protocolo de Adhesión.  Los productos que han sido consolidados a niveles superiores a 40 por ciento son principalmente los siguientes:  productos alimenticios, bebidas y tabaco;  madera y sus productos;  y minerales no metálicos.

Cuadro III.1

Análisis recapitulativo del arancel de El Salvador


Aranceles aplicados

Categorías
Número de líneasa
Arancel medio aplicado (%)
Intervalo (%)
Desviación típica (%)
Coeficiente de variación

Total
5.989
7,4
0-40
9,0
1,2

Por categoría de la OMC







Productos agropecuarios
879
12,0
0-40
10,9
0,9

Animales vivos y sus productos
108
21,9
0-40
14,3
0,7

Productos lácteos
31
26,9
0-40
13,1
0,5

Café y té, cacao, azúcar, etc.
163
12,7
0-40
9,5
0,7

Frutas, legumbres y hortalizas
194
13,4
0-20
4,3
0,3

Cereales
22
12,0
0-40
15,3
1,3

Bebidas y líquidos alcohólicos
46
19,1
0-40
10,9
0,6

Tabaco
19
7,9
0-30
8,2
1,0


Productos no agropecuarios (excl. petróleo)
5.094
6,7
0-30
8,4
1,3

Pescado y productos de pesca
139
9,8
0-15
5,2
0,5

Textiles y prendas de vestir
910
17,8
0-25
7,8
0,4

Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
175
8,6
0-20
6,9
0,8

Equipo de transporte
156
6,5
0-30
9,7
1,5


Petróleo
16
4,3
1-10
3,8
0,9

Por sectores de la CIIUb







Agricultura y pesca
388
8,6
0-40
7,1
0,8


Minería
108
2,2
0-20
3,8
1,8


Manufacturas
5.492
7,5
0-40
9,1
1,2

Por secciones del SA







01 Animales vivos y sus productos
263
14,1
0-40
11,3
0,8


02 Productos del reino vegetal
363
9,9
0-40
7,1
0,7


03 Grasas y aceites
52
7,6
0-40
7,9
1,0


04 Alimentos preparados, etc.
257
15,7
0-40
11,8
0,8


05 Minerales
165
2,8
0-15
3,8
1,3


06 Productos químicos
887
1,9
0-15
4,2
2,2


07 Materias plásticas y caucho
307
4,6
0-15
4,8
1,1


08 Pieles y cueros
81
9,1
0-15
6,2
0,7


09 Madera y manufacturas de madera
87
7,4
0-15
5,7
0,8


10 Pastas, papel, etc.
191
4,4
0-15
5,8
1,3


11 Materias textiles y sus manufacturas
891
17,8
0-25
8,0
0,5


12 Calzado y sombrerería
63
14,9
0-20
5,6
0,4


13 Manufacturas de piedra
160
6,5
0-15
6,6
1,0


14 Piedras preciosas, etc.
53
8,2
0-20
6,9
0,8


15 Metales comunes y sus manufacturas
675
3,3
0-15
5,0
1,5


16 Máquinas y aparatos
903
2,3
0-15
4,9
2,1


17 Material de transporte
168
6,2
0-30
9,4
1,5


18 Instrumentos de precisión
244
4,2
0-25
6,5
1,5


19 Armas y municiones
17
30,0
30
0,0
0,0


20 Manufacturas diversas
153
10,9
0-30
5,7
0,5


21 Objetos de arte, etc.
9
20,0
5-30
12,0
0,6

a
Se excluye el tipo aplicado dentro del contingente.

b
Clasificación CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (1 línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.
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Gráfico III.1
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Fabricación de productos alimenticios, bebidas y tabaco

Industrias textiles, de prendas de vestir y de cuero

Industria de la madera y productos de la madera, incluidos muebles

Fabricación de papel y productos de papel: imprentas y editoriales

Fabricación de sustancias químicas y de productos derivados del petróleo y del carbón, de cucho y de 

plástico

Fabricación de productos minerales no metálicos, excepto los derivados del petróleo y del carbón

Industrias metálicas básicas

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo

Otras industrias manufactureras



a

Fuente:

Por categoría de 2 dígitos de la CIIU.

Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de datos facilitados por las autoridades 

salvadoreñas.




29. El Salvador ha solicitado, y obtenido, la exención del Artículo II del GATT de 1994, referente a la introducción de los cambios del sistema armonizado de 1996 en su Lista de concesiones, hasta el 31 de octubre de 2002.

c) Aranceles preferenciales

30. En septiembre de 2002 El Salvador aplicaba aranceles preferenciales a las importaciones procedentes del MCCA, Chile, México y la República Dominicana (cuadro III.2).  El Salvador también aplicará aranceles preferenciales a las importaciones de Panamá una vez que entre en vigor el tratado de libre comercio suscrito entre estos dos países (capítulo II. 2) ii)).

Cuadro III.2

Promedios arancelarios con arreglo a los principales acuerdos preferenciales de El Salvador, diciembre de 2002


Promedio de los aranceles (%)


Número de líneasa
NMF
México
República Dominicana
Chile

Total
5.989
7,4
5,1
0,3
4,9

Por categoría de la OMC







Productos agropecuarios
879
12,0
9,8
2,0
7,5


Productos no agropecuarios

(excl. petróleo)
5.094
6,7
4,3
0,0
4,4

Por sector de la CIIUb







Agricultura y pesca
388
8,6
5,5
0,6
2,1


Minería
108
2,2
0,7
0,0
0,1


Manufacturas
5492
7,5
5,1
0,3
5,2

a
Se excluye el tipo aplicado dentro del contingente.

b
Clasificación CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (1 línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.
31. Los productos originarios del MCCA gozan en su gran mayoría de un arancel cero.  Las limitaciones al libre comercio a nivel centroamericano están consignadas a nivel bilateral entre los países centroamericanos en el Anexo A del Tratado General de Integración Económica Centroamericana.  En el Anexo A se establece que los productos restringidos están sujetos a permisos de importación, o al pago de los derechos arancelarios de importación (cuadro III.3).  Para los productos sujetos a permisos de importación, los países pueden otorgar permisos de importación a discreción, en cuyo caso los productos se benefician de un régimen de libre comercio;  de no otorgarse dicha licencia, los productos están sujetos al pago de derechos arancelarios.  A partir del 1º de enero de 2003, la harina de trigo (1101.00.00) queda excluida del Anexo A del Tratado General de Integración Económica, por lo que las importaciones de este producto originarias del MCCA no pagan arancel (Resolución Nº 01-2002 del Comité Ejecutivo de Integración Económica de 27 de septiembre de 2002).

32. La gran mayoría de las importaciones provenientes de la República Dominicana (cerca del 98 por ciento del universo arancelario) están libres de derechos arancelarios;  el promedio arancelario es del 0,3 por ciento (cuadro III.2).  Un número limitado de productos (alrededor de 1,5 por ciento del universo arancelario) han quedado excluidos del tratado, por lo que no serán objeto de desgravación.  Dichos productos incluyen:  carne y despojos comestibles;  camarones;  leche;  cebollas;  frijoles;  café;  arroz;  harina de trigo;  grasas y aceites animales o vegetales;  azúcar de caña;  concentrado de tomate;  cerveza de malta;  alcohol etílico; tabaco y cigarrillos;  productos derivados de petróleo; y papel.

33. Las concesiones arancelarias otorgadas a las importaciones originarias de México abarcan alrededor del 96 por ciento del universo arancelario.  Debido a que poco más del 40 por ciento del universo arancelario está sujeto a un programa de desgravación escalonado sobre un período de 12 años a partir de la entrada en vigor del tratado entre El Salvador, Guatemala, Honduras y México, a finales de 2002 el promedio del arancel preferencial de 5,1 por ciento seguía estando relativamente próximo al promedio del arancel NMF.  La mayoría de los productos mexicanos que no gozan de preferencia corresponde a productos agropecuarios, entre los cuales destacan productos clasificados bajo las siguientes partidas:  leche y productos lácteos (capítulo 04 del SA);  azúcares y artículos de confitería (SA 17);  cacao y sus preparaciones (SA 18);  y tabaco y sus sucedáneos (SA 24).

Cuadro III.3

Mercancías sujetas a regímenes especiales de importación en el marco del MCCA
Partida arancelaria
Descripción
Medida

Régimen común a los cinco países

09.01.1
Café sin tostar
El intercambio está sujeto al pago de derechos arancelarios de importación (DAI)

17.01
17.01.11.00 
17.01.91.00 
17.01.99.00
Azúcar de caña refinada o sin refinar
De caña
Aromatizados o coloreados
Los demás
Control de importación

Régimen bilateral con Guatemala

1101.00.00a
22.07
22.08.90.10
Harina de Trigo
Alcohol etílico esté o no desnaturalizado
Control de importación 
Control de importación

Régimen bilateral con Honduras

09.01.2
Café tostado
El intercambio está sujeto al pago de DAI

11.01.00.00a
Harina de trigo
Control de importación

22.07
22.08.90.10
Alcohol etílico esté o no desnaturalizado
Control de importación

22.08 excepto 2208.90.10
Bebidas alcohólicas destiladas
El intercambio está sujeto al pago de DAI

27.10
27.12
27.13
27.15
Productos derivados del petróleo (excepto solventes minerales (2710.00.1) y asfalto (2713.20.00) que gozan de libre comercio entre los Estados Parte)
El intercambio está sujeto al pago de DAI

Régimen bilateral con Nicaragua

09.01.2
Café tostado
El intercambio está sujeto al pago de DAI

11.01.00.00*
Harina de trigo
Control de importación

22.07
22.08.90.10
Alcohol etílico esté o no desnaturalizado
Control de importación

Régimen bilateral con Costa Rica

09.01.2
Café tostado
El intercambio está sujeto al pago de DAI

22.07
22.08.90.10
Alcohol etílico esté o no desnaturalizado
Control de importación

a
Mediante Resolución Nº 01-2002 del Comité Ejecutivo de Integración Económica (CEIE) de fecha 27 de septiembre de 2002, se aprobó la exclusión de la Harina de trigo (1101.00.00) del Anexo A del Tratado General de Integración Económica, a partir del 1º de enero de 2003.
Fuente:
Resolución Nº 44-99 del Consejo de Ministros de Integración Económica Centroamericanos (COMIECO), de 17 de septiembre de 1999.

34. Con la entrada en vigor del tratado de libre comercio entre Centroamérica y Chile, alrededor del 63 por ciento del universo arancelario de El Salvador quedó completamente liberalizado.  Otro 30 por ciento quedó sujeto a un programa de desgravación escalonado sobre un período de 16 años, mientras que la porción restante no será objeto de reducciones arancelarias.  La mayoría de los productos que fueron excluidos del tratado corresponden a productos agropecuarios.  A mediados de 2002, el promedio del arancel preferencial salvadoreño otorgado a Chile era de 4,9 por ciento.

d) Concesiones arancelarias

35. Las importaciones realizadas bajo el régimen de zonas francas o de perfeccionamiento activo gozan de concesiones arancelarias (sección 3) vi) infra).  También están exoneradas del pago de derechos de importación las mercancías introducidas en El Salvador de conformidad con las disposiciones de la Ley de Equipajes de Viajeros Procedentes del Exterior (esencialmente los efectos personales y las mercancías cuyo valor no exceda de un monto determinado), los pequeños envíos sin carácter comercial cuando su valor no exceda de 500 dólares EE.UU., las muestras sin valor comercial bajo ciertas condiciones, así como los envíos de socorro, previa aprobación de la exoneración por la Asamblea Legislativa.

iv) Contingentes arancelarios

36. El Salvador mantiene contingentes arancelarios de importación para productos agrícolas en virtud de los compromisos de acceso mínimo acordados en la Ronda Uruguay.  El Salvador ha notificado a la OMC que entre 1995 y 1999 no abrió contingentes arancelarios para ninguno de estos productos debido a que los aranceles que se les aplicaban eran iguales o inferiores a los establecidos en su lista de compromisos.
  En 2000, El Salvador notificó a la OMC la apertura de un contingente arancelario para uno de los varios tipos de queso incluidos en su lista de compromisos, a saber el queso tipo cheddar en bloques o barras (código SAC 0406.9020).  Durante ese mismo año, aplicó a las importaciones de dicho producto dentro del contingente un arancel del 20 por ciento, el cual se redujo al 15 por ciento a partir del 2001.  El arancel fuera del contingente es del 40 por ciento, el mismo que se aplica a todos los demás tipos de queso contenidos en la lista de compromisos de El Salvador.
  Las autoridades indicaron que los niveles de utilización del contingente arancelario para el queso tipo cheddar alcanzaron 33 por ciento en 2000, 84 por ciento en 2001 y 100 por ciento en 2002.

37. La asignación de los contingentes se hace mediante subasta pública a través de la Bolsa de Productos Agropecuarios de El Salvador (BOLPROES) con el otorgamiento de un Certificado de Adjudicación en el cual se estipulan las condiciones de la importación, en particular el volumen asignado y el plazo para efectuar la importación.  Dicho certificado se presenta posteriormente al Ministerio de Economía para la extensión de la respectiva licencia de importación.
  Las licencias de importación no son transferibles.

38. En lo que se refiere al contingente arancelario para el queso tipo cheddar, sólo las centrales nacionales de tratamiento de la leche que mantienen una compra mínima de 10.000 botellas diarias de leche fluida nacional reúnen las condiciones para participar en la subasta de los contingentes.

39. Por otra parte, El Salvador utiliza contingentes de desabastecimiento que permiten importar productos con un arancel del 0 por ciento para satisfacer la demanda interna que en forma puntual los productores nacionales no puedan suplir adecuadamente.  Los contingentes de desabastecimiento se otorgan a la industria transformadora del producto en proporción a las compras que hagan del producto a productores nacionales.  Las autoridades señalaron que a julio de 2002, se habían abierto contingentes de desabastecimiento para arroz en granza (SA 1006.10.90) y varios productos cárnicos (correspondientes a 21 líneas arancelarias bajo las partidas SA 0203, 0206, 0209, 0210 y 1501).

v) Otras cargas que afectan a las importaciones

40. Además de los derechos arancelarios, las importaciones están sujetas a impuestos internos.  Estos se aplican tanto a productos importados como nacionales e incluyen un Impuesto al Valor Agregado (IVA) y varios impuestos selectivos (sobre productos como las bebidas alcohólicas, las bebidas gaseosas o los cigarrillos).  Para los productos sujetos a ellos, los impuestos internos se aplican a todas las importaciones independientemente de su procedencia;  asimismo, los impuestos se aplican a tipos idénticos sobre los productos nacionales y extranjeros.

41. El IVA se aplica a la transferencia, importación y al consumo de los bienes así como a la prestación e importación de servicios.  La base imponible del impuesto es por regla general el precio o remuneración pactada en las transferencias de bienes o en las prestaciones de servicios.  Para las importaciones la base imponible es la suma del valor aduanero y los derechos arancelarios e impuestos específicos al consumo que correspondan.  La tasa del IVA es del 13 por ciento aplicable sobre la base imponible;  las exportaciones están afectadas con una tasa del 0 por ciento.  Están exentas del impuesto las siguientes importaciones definitivas de: 

- bienes efectuadas por las representaciones diplomáticas, consulares, y por instituciones u organismos internacionales; 

- bienes efectuadas por pasajeros, tripulantes de naves, aeronaves y otros vehículos, cuando estén bajo régimen de equipaje de viajero y tales bienes se encuentren exonerados de derechos de aduanas;

- mercancías donadas de acuerdo a convenios celebrados por El Salvador;

- mercancías efectuadas por los Municipios cuando sean para obras o beneficio directo de la comunidad;

- maquinaria efectuadas por personas debidamente inscritas en el Registro de Contribuyentes, destinada a su activo fijo para ser utilizada directamente en la producción de bienes y servicios;

- autobuses, microbuses y vehículos de alquiler dedicados al transporte público de pasajeros.

42. Asimismo, están exentos del IVA los siguientes servicios: 

- de salud, prestados por instituciones públicas e instituciones de utilidad pública; 

- de arrendamiento, subarrendamiento o cesión del uso o goce temporal de inmuebles destinados a viviendas para la habitación;

- prestados en relación de dependencia regidos por la legislación laboral, y los prestados por los empleados públicos, municipales y de instituciones autónomas;

- de espectáculos públicos culturales debidamente calificados;

- educacionales y de enseñanza;

- operaciones de depósito, de otras formas de captación y de préstamos de dinero realizadas por instituciones financieras, en lo que se refiere al pago o devengo de intereses;

- emisión y colocación de títulos valores por el Estado e instituciones oficiales autónomas, así como por entidades privadas cuya oferta primaria haya sido pública, en lo que respecta al pago o devengo de intereses;

- suministro de agua y servicio de alcantarillado, prestados por instituciones públicas;

- transporte público terrestre de pasajeros; y 

- seguros de personas, en lo que se refiere al pago de las primas; lo mismo que los reaseguros en general. 

43. Todas las bebidas alcohólicas nacionales o extranjeras, inclusive vinos de uva, champanes, cervezas, cócteles, y jugos de fruta fermentados, están sujetas a:  un impuesto sobre el contenido alcohólico igual a 5 centavos de colón por cada uno por ciento en volumen de alcohol por litro de bebida;  y un impuesto ad valorem del 20 por ciento del precio de venta al público declarado por el productor o importador.
  Están exentos de dicho impuesto los productos que contengan alcohol etílico y que sean considerados como medicamento por la autoridad competente. 

44. Además las bebidas gaseosas simples o endulzadas están sujetas a un impuesto ad valorem del 10 por ciento del precio de venta al público sugerido por el productor, importador o distribuidor excluyendo el impuesto al valor agregado.  Los productores nacionales y los importadores de bebidas gaseosas simples o endulzadas están obligados a presentar a la Dirección General de Impuestos Internos una lista de precios sugeridos de venta al público, la cual puede modificarse previa entrega de una nueva lista ocho días antes de la entrada en vigor de los nuevos precios;  en el caso de los importadores, la nueva lista debe ser entregada a la Dirección General de la Renta de Aduanas.

45. Los cigarrillos de fabricación nacional o extranjera que se distribuyan, vendan o consuman en el país, están sujetos a un impuesto ad valorem del 39 por ciento del precio de venta al público, excluyendo el IVA.  No están sujetos a dicho impuesto los cigarrillos de fabricación nacional destinados a la exportación.

46. Los sacos y las talegas de fibras sintéticas vacíos, salvadoreños o importados, están sujetos a un impuesto del 80 por ciento del precio de referencia del saco de fibra burda establecido por el Ministerio de Economía.  Dicho precio de referencia se calcula sobre la base del precio del saco de fibra burda que prevalece en el mercado nacional.
  Las autoridades señalaron que a finales de 2002 dicho impuesto estaba siendo objeto de examen para su eventual eliminación.

vi) Licencias, permisos y otros requisitos de importación 

47. Aparte de las licencias de importación relacionadas con la administración de los contingentes arancelarios (sección iv)),  El Salvador no ha notificado ningún otro mecanismo de licencias de importación.

48. En base al Decreto Legislativo Nº 1097 de 10 de julio de 1953, el Ministerio de Economía está facultado para regular las importaciones de sacos de fibras burdas a través de un régimen de licencias de importación.  Según las autoridades, el motivo para mantener dichas licencias es que el subsector productor de las fibras burdas, que está ubicado en las áreas de producción más áridas del país, está sometido a un proceso de reconversión productiva por lo que ha sido necesario mantener cierto grado de protección.  El mecanismo para la asignación de dichas licencias se hace a través de Acuerdos Ejecutivos que se publican en el Diario Oficial.  En dichos acuerdos se incluye la nómina de beneficiarios.  Para otorgar la licencia se toma en consideración el volumen de demanda no satisfecha por la industria local, así como las necesidades reales de los demandantes (generalmente productores de café) para una temporada específica.  Las licencias se otorgan a los usuarios y no a los productores.  Las autoridades señalaron que a mediados de 2002 el Decreto Legislativo Nº 1097 se encontraba en proceso de examen para su posible modificación.

49. En el marco del MCCA se requiere un permiso de importación para un número limitado de productos sujetos a control de importaciones (sección iii) c)).  Además la importación de algunas mercancías está sujeta a autorización o trámites específicos (cuadro III.4).

Cuadro III.4

Trámites y documentos específicos de importación
Productos
Trámite o documento
Institución encargada
Tiempo de espera
Prerrequisito

Alimentos, bebidas y materia primas
Registro
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS)
1 mes
Análisis físico - Químico y bacteriológico del MSPAS

Productos Alimenticios
Autorización de importación
MSPAS
30 min.
Registro

Alimentos frescos
Autorización de importación
MSPAS
30 min.
Presentar autorización de importación del MAG 

Medicinas y materias primas y sustancias precursoras
Registro
Consejo Superior de Salud Pública
6 meses
Análisis realizado por la Junta de Vigilancia de la Profesión Química Farmacéutica (JVPQF) y la Junta de Vigilancia de la Profesión Médica (JVPM)

Cosméticos, productos de limpieza
Registro
JVPQF
15 días
Análisis de la JVPQF

Materia prima para la industria farmacéutica, industrial, textil y productos veterinarios
Visado 
JVPQF
1 día
Presentar factura y pago de derecho de visado

Animales, vegetales, productos y subproductos
Autorización de importación fitosanitaria o zoosanitaria
Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG)
15-30 min.
Debe estar registrado y presentar autorización de importación del MSPAS para alimentos procesados 

Agroquímicos, fertilizantes, fármacos y biológicos de uso veterinario
Visado
MAG
15 min.
Tener producto registrado

Agroquímicos e insumos de uso agrícola y alimentos para animales
Visado 
MAG
15 min.
Tener producto registrado

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.
vii) Prohibiciones y otras restricciones 

50. El Salvador mantiene prohibiciones de importación para un número limitado de productos, generalmente por razones de salud, seguridad, moral pública o protección del medio ambiente, tal y como se indica en el cuadro III.5.  Además está prohibida la importación de café que pueda utilizarse como semilla para plantación así como la importación de vehículos automotores livianos de pasajeros y carga que tengan más de 8 años de fabricación y de vehículos automotores pesados de carga y de pasajeros que tengan más de 15 años de fabricación.

Cuadro III.5

Mercancías cuya importación está prohibida

Designación
Rubro arancelario

Artículos de carácter subversivo o doctrinas contrarias al orden político, social y económico del Estado.
49.01.10.00, 49.01.99.00, 49.11.10.90, 58.07.10.00, 58.07.90.00, 61.17.80.90, 62.17.10.00, 63.07.9090

Figuras, estatuas, libros folletos, almanaques, revistas, artículos litografiados o grabados, periódicos, litografías, tarjetas y otros artículos de carácter obsceno.
37.05.90.00, 39.26.40.00, 49.01.10.00, 49.02.90.00, 49.09.00.00, 97.02.00.00, 69.13.90.00, 83.06.21.00

Películas contrarias a la ética y las buenas costumbres.
37.06.10.00, 37.06.90.00, 85.24.31.00, 85.24.39.00, 85.24.53.12, 85.24.53.19

Productos abortivos.
12.11.90.90, 30.04.00.00, 90.18.90.00

Máquinas para jugar dinero.
95.04.30.00

Ruletas, mesas de juego y demás útiles o enseres para juegos prohibidos.
95.04.90.00

Opio que contenga menos del 9% de morfina, escorias y cenizas de opio, y los útiles que sirvan para fumarlos.
13.02.11.00, 2621.00.00, 9614.20.00

Papel sin timbrar para cigarrillos, blanco o de color, en pliegos, rollos, bobinas o en forma de libritos o de tubitos.
48.13.10.00, 48.13.20.00, 48.13.90.00

Máquina y herramientas para fabricar monedas.
82.07.90.00, 84.62.99.00

Monedas y billetes falsificados.
49.07.00.20

Monedas de plata lisas y de menos de 0.900 de fino.
71.18.10.00

Fichas de cualquier metal o sus aleaciones, que puedan servir para circular en sustitución de las monedas de curso legal.
95.04.30.00

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.

51. Algunas mercancías son objeto de una "prohibición de importación limitada", lo que significa que únicamente el Estado puede importarlas.  Entre esas mercancías figuran:  el aguardiente de caña de azúcar;  las municiones, los aeroplanos y buques militares, las armas y silenciadores, y las máscaras antigás de uso militar;  el nitrato de potasio;  el papel con marca para hacer cigarrillos;  los sellos fiscales, municipales y postales;  y las monedas de níquel de circulación legal.

52. Las autoridades señalaron que hasta mediados de 2002, El Salvador no había aplicado embargo comercial alguno.

viii) Medidas antidumping y compensatorias

53. La normativa salvadoreña en materia de prácticas de comercio desleal incorpora el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994, el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, así como el Reglamento Centroamericano sobre Prácticas de Comercio Desleal, suscrito el 12 de diciembre de 1995 y en vigor desde el 12 de enero de 1996.
  Dicho Reglamento ha sido examinado por los Miembros en los Comités de Prácticas Antidumping y de Subvenciones y Medidas Compensatorias.

54. La autoridad investigadora encargada de indagar, analizar y evaluar las supuestas prácticas desleales de comercio y recomendar la imposición de derechos antidumping o derechos compensatorios es la Dirección de Administración de Tratados Comerciales del Ministerio de Economía (DATCO).

55. Hasta octubre 2002, no se había iniciado ninguna investigación por supuestas practicas desleales ya sea en el marco de la OMC o en el marco de los arreglos regionales, ni tampoco se habían recibido solicitudes de iniciación de investigación;  por consiguiente tampoco se aplicaron derechos antidumping o compensatorios.

ix) Medidas de salvaguardia

56. En materia de salvaguardias, además del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, El Salvador aplica el Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia, que ha sido examinado en el Comité de Salvaguardias.
  La autoridad investigadora es la DATCO.

57. Desde el anterior informe de la Secretaría, El Salvador no ha aplicado ninguna medida de salvaguardia, ya sea en el marco de la OMC o en el marco de arreglos regionales.  Sin embargo ha iniciado, al amparo del Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia, tres procedimientos en materia de salvaguardias para las siguientes importaciones:  carne de cerdo y subproductos de cerdo;  arroz granza, arroz procesado y subproductos del arroz;  y fertilizantes químicos.
  Todos estos procedimientos han sido declarados improcedentes por la autoridad investigadora y han finalizado sin la aplicación de medidas de salvaguardia.

58. En el marco del MCCA, se establece la imposibilidad de aplicar de medidas de salvaguardia (bilaterales o globales) entre los países miembros.  Por otro lado, mientras las disposiciones relativas a salvaguardias contenidas en los tratados de libre comercio suscritos por El Salvador no impiden a sus signatarios aplicar medidas de salvaguardia conforme a las normas multilaterales, en el caso de los acuerdos con Chile, México y Panamá la aplicación de esas "salvaguardias globales" debe excluir al interlocutor preferencial a menos que las exportaciones de éste sean sustanciales o contribuyan de manera importante al daño.

59. El Salvador ha designado 84 fracciones arancelarias al nivel de 8 dígitos para las cuales se reserva la posibilidad de imponer derechos adicionales con arreglo a las disposiciones de salvaguardia especial del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC;  El Salvador notificó que entre 1995 y 1998 no se aplicaron tales salvaguardias especiales.
  El Salvador también se reservó el derecho de emplear el mecanismo de salvaguardia de transición conforme a las disposiciones del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC, pero no ha hecho uso de esa disposición.
 
x) Reglamentaciones y normas técnicas

60. Las principales disposiciones legales salvadoreñas en materia de normalización, metrología, certificación y verificación son:  la Ley del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 287 de 23 de julio de 1992;  y el Acuerdo de la OMC sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC).  Además, en lo que se refiere a comercio regional, El Salvador aplica el Reglamento Centroamericano de Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización (aprobado mediante Resolución Nº 37-99 (COMIECO-XIII), 17 de septiembre de 1999).  Las autoridades indicaron que las normas y reglamentos técnicos de El Salvador no hacen ninguna distinción entre los productos extranjeros y nacionales.

61. La dirección, coordinación y ejecución de las actividades en materia de normalización, metrología, verificación y certificación está a cargo del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), el cual ha adoptado el Código de Buena Conducta previsto en el Acuerdo OTC.  La Dirección de Política Comercial del Ministerio de Economía actúa como el servicio nacional de información previsto en los párrafos 1 y 3 del artículo 10 del Acuerdo OTC.  Entre 1995 y mayo de 2002, dicha dirección efectuó 67 notificaciones correspondientes al acuerdo OTC.

62. Las funciones del CONACYT, a través de su Departamento de Normalización, Metrología y Certificación de la Calidad, incluyen:  coordinar las actividades con otras instituciones del sector público, privado y científico para la elaboración y adopción de normas técnicas nacionales;  proponer las normas técnicas nacionales, para su aprobación por el Ejecutivo por medio del Ministro de Economía;   velar por el cumplimiento de las normas técnicas nacionales; constituir los Comités Técnicos para el estudio, elaboración y modificación de normas técnicas oficiales y coordinar sus actividades;  acreditar y llevar registros de los laboratorios acreditados;  mantener constante comunicación para intercambiar información y colaborar con entidades del país y de otros países así como con otras instituciones internacionales relacionadas.  

63. La legislación salvadoreña define dos tipos de normas:  las normas salvadoreñas obligatorias (NSO) y las normas salvadoreñas recomendadas (NSR).  Las NSO incluyen:  las normas que rigen el Sistema Internacional de Unidades;  las que se refieren a materiales, procedimientos, productos y servicios que puedan afectar a la vida, la seguridad y la integridad de las personas, de otros organismos vivos y las relacionadas con la protección del medio ambiente;  y las que se establezcan por considerar el Ejecutivo que convienen a la economía o son de interés público.  Las NSR se refieren a las normas de materiales, procedimientos, productos y servicios no cubiertos por una NSO;  son optativas en las negociaciones privadas, pero tienen carácter obligatorio en todas las adquisiciones de bienes y servicios, efectuadas por las entidades estatales, autónomas o descentralizadas, en las cuales tanto el proveedor como los responsables de la compra, quedan obligados a su aplicación.

64. La Junta Directiva de CONACYT es la entidad responsable de crear los Comités Técnicos de Normalización encargados del estudio y elaboración de proyectos de NSO y NSR.  Los Comités están integrados por representantes del Gobierno y cualquier otro sector interesado en la norma específica que se ha de desarrollar.

65. Una vez que el Comité Técnico de Normalización ha elaborado un proyecto de NSO, se procede a su publicación en el diario de mayor circulación del país, así como a su notificación a la Secretaría de la OMC y a la SIECA, ofreciendo un plazo de 60 días para que las partes interesadas puedan presentar observaciones.  Transcurrido ese plazo, el Comité revisa el proyecto de norma a la luz de las observaciones recibidas y lo somete a la aprobación de la Junta Directiva de CONACYT, que a su vez transmite la norma al Ministro de Economía para que la autorice y emita el acuerdo ejecutivo, acto que la establece de manera oficial como norma salvadoreña.  Posteriormente, la norma se publica en el Diario Oficial de El Salvador.  Las normas entran en vigor seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.  Tanto las NSO como las NSR, una vez aprobadas por la Junta Directiva de CONACYT, son transmitidas al Ministro de Economía para que éste les otorgue su acuerdo ejecutivo y sean publicadas en el Diario Oficial.

66. En marzo de 2002, existían 52 NSO (cuadro III.6).
  La categoría de la Clasificación Internacional de Normas (ICS) con el mayor número de NSO es tecnología de alimentos (ICS 67) con 42 por ciento del total.  Le siguen tecnología petrolera (ICS 75) con 17 por ciento y agricultura (ICS 65) con 13 por ciento de las NSO.  El 25 por ciento restante pertenece a las siguientes categorías: generalidades (ICS 1), medio ambiente y protección de la salud (ICS 13), metrología y mediciones (ICS 17), sistemas mecánicos y componentes (ICS 21), sistemas fluidos y componentes (ICS 23), tecnología textil y del cuero (ICS 59), industria del vestido (ICS 61) y tecnología química (ICS 71).  Asimismo, existían 821 normas salvadoreñas recomendadas (NSR) de las cuales 59 habían recibido el acuerdo ejecutivo del Ministro de Economía y 762 estaban en proceso de recibirlo;  todas las NSR oficializadas correspondían a normas de tecnología de alimentos (ICS 67).

Cuadro III.6

Normas salvadoreñas obligatorias, octubre de 2002
Código
Designación
Correspondencia

Productos agroquímicos



65.080.05.02:96
Urea
ICAITI 44011

65.080.05.03:96
Sulfato de Amonio
ICAITI 44013

65.080.05.04:96
Nitrato de Amonio
ICAITI 44012

65.080.05.07:96
Cloruro de Potasio
ICAITI 44020

65.080.05.08:96
Sulfato de Potasio
ICAITI 44019

65.080.05.10:96
Sulfato doble de Potasio y Magnesio
ICAITI 44021

Aguas potables, residuales y hielo



13.07.01:97
Agua potable
Guía OMS Vol. 1, 2 y 3

13.07.02:98
Agua envasada
ninguna

13.07.04:00
Hielo
COGUANOR

Productos alimenticios



67.02.13:98
Carnes y productos cárnicos, embutidos crudos y cocidos
Norma Hindú IS:  3061-1695
ITINTEC 19:02-2004
ITINTEC 19:02-006
Norma Venezolana COVENIN 1088-76
Norma Federal de los Estados Unidos.  PP-S77a y PP-B-570. ALINORM 78/16.  "Vol. 13, AOAC Official Methods of Analysis (1995)

67.03.01:99
Harina de trigo (1a revisión)
CODEX STAN 1-1985, Rev. 1-1991, (CODEX V-11991), (NIST-NBS 133), Análisis microbiológico (BAM-FDA 1984)

67.01.01:96
Leche cruda de vaca
ICAITI34 040, PMO Grade

67.01.02:96
Leche pasteurizada
ICAITI 34 040, PMO Grade "A", Pasteurized, milk ordinance (1985 revisión)

67.01.03:95
Quesos madurados
Normas individuales para quesos madurados del Codex Alimentarius, Vol. XVI, edic 1

67.01.04:95
Quesos no madurados
ICAITI 34 97:88 Code of Federal Regulations

67.01.05:95
Leche en polvo
CX STAN A-5

67.01.06:95
Leche condensada entera y descremada
CX-STAN A-4

67.01.07:95
Leche evaporada entera y descremada
CX STAN A-3

67.01.08:95
Cremas lácteas pasteurizadas para el consumo directo
CX STAN A-9

67.01.09:95
Productos de imitación de la crema de leche
NSO 67.01.13, 67.01.18, 67.01.26, 67.01.32, 67.01.22, 67.01.23

67.01.10:95
Yogurt
CX STAN A-11 (a) 1975

67.01.11:95
Helados y mezclas de heladosa
CX STAN 137-1981

67.01.12:95
Mantequilla
CX STAN A-1 (1971)

67.02.01:96
Prácticas de higiene para la elaboración de la carne de las aves de corral
Adopción de la Directiva 

67.02.03:96
Prácticas de higiene para los productos cárnicos elaborados de reses y aves (adopción CODEX)
Adopción de la Directiva ISO/CEI 3

67.10.01:98
Etiquetado de los alimentos preenvasados
CX STAN 1-1985 (Rev.1-1991)

67.10.02:99
Etiquetado nutricional
CAC /GL 2-1985 (Rev. 1 - 1993)

67.16.01:01
Bebidas Alcoholicas Destiladas. Aguardiente
ninguna

67.16.02:01
Bebidas alcohólicas, alcohólicas destiladas, vodka
ninguna

67.19.01:00
Miel de abejas
ninguna

67.23.01:01
Grasas y aceites comestibles no regulados por normas individuales del CODEX
CX STAN 19-1981

Metrología



01.08.01:97
Vocabulario Internacional de Términos Fundamentales y Generales de Metrología
ninguna

01.08.02:00
Sistema Internacional de Unidades
ISO 1000





17.08.04:98
Verificación de la masa neta y de la masa escurrida y las variaciones permitidas para las mismas
NBS 133:98

17.08.05:97
Verificación del volumen neto y las variaciones permitidas para el mismo
NBS 133:97

17.08.06:97
Verificación del contenido neto de productos aerosoles y las variaciones permitidas para el mismo
NBS 133:98

21.08.03:98
Instrumentos de pesaje de funcionamiento no automático
OIMLR 76-1:98

Productos químicos



71.09.01:98
Alcohol etílico
ninguna

71.12.01:98
Alcohol etílico desnaturalizado
ninguna

Productos agrícolas



65.00.01:99
Alimentos para animales.  Leche fluida y en polvo para consumo animal
ninguna

Productos petrolíferos



75.04.01:97
Gasolina especial y regular sin plomo
ASTM D 4814-96

75.04.02:97
Gases licuados de petróleo:  butano y mezcla de propano-butano
ASTM D 1835-91

75.04.03:97
Querosina de iluminación
ASTM D 3699-96a

75.04.04:97
Querosina de aviación (JET A-1)
ASTM D 1655-96c

75.04.05:97
Aceite combustible diesel liviano (automotriz)
ASTM D 396-96/D 975-96a

75.04.06:97
Aceite combustible diesel industrial no.2
ASTM D 396-96/ D 975-96/ D 2880-96a

75.04.07:97
Aceite combustible industrial Nº 6 (bunker C)
ASTM D 396-96/ D 996-96/ D 2880-96a

75.04.08:97
Asfaltos
ASTM D 946-82 (1993)/D 2026-72(1993)/D2027-76(1992)/D 2028-76(1992)/D2397-94 y D 3381-92

75.04.09:99
Aceites lubricantes para motores a gasolina y diesel
Norma oficial Mexicana NOM-L-21-1990 (API-ASTM-SAE)

Recipientes a presión



23.04.01:00
Envases cilíndricos portátiles para gases licuados de petróleo (GLP)
ninguna

Etiquetado



59.22.01:00
Productos textiles, prendas de vestir y sus accesorios
Norma oficial Mexicana NOM-004 SCFI-1994

61.21.01:00
Calzado
COGUANOR 59.001:98

a
Esta norma se sustituye por la norma NSR 67.00.118:99 que corresponde a la norma del CODEX CX STAN 137-1981.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.

67. El Salvador cuenta con un reglamento técnico por el que se requiere que el azúcar destinada al mercado interno sea fortificada con vitamina A y embalada de manera que se proteja la vitamina.
  Dicho reglamento tiene como objetivo disminuir la incidencia de lesiones oculares causadas por las deficiencias de vitamina A en la dieta de la población salvadoreña, particularmente la de bajos recursos económicos.  Las importaciones de azúcar también deben cumplir con esta norma técnica.

68. Por ley, el CONACYT debe procurar que las normas adoptadas se puedan armonizar, coordinar y unificar, principalmente con las de los demás países centroamericanos, a fin de facilitar el intercambio comercial;  además, en cumplimiento de los objetivos del programa de Integración Económica Centroamericana y la realización del Mercado Común, debe esforzarse para que dichas normas se armonicen con las de otros países aparte de los centroamericanos.  Las autoridades señalaron que la totalidad de las NSR son idénticas a una norma internacional, mientras que la totalidad de las NSO están basadas en normas internacionales, regionales o extranjeras, variando en aquello que sea necesario para alcanzar un objetivo legítimo.

69. Los productos importados a El Salvador no requieren un certificado de cumplimiento con las NSO.  La verificación del cumplimiento de dichos productos con las NSO se realiza al azar.

70. Con respecto a la acreditación, el CONACYT ha acreditado siete laboratorios, de los cuales seis son privados.  Cada laboratorio está acreditado para una serie de pruebas específicas.  Por ejemplo, el único laboratorio acreditado para realizar análisis de plaguicidas es el laboratorio del Ministerio de Agricultura.  A finales de 2002, El Salvador no contaba con acuerdos de reconocimiento de laboratorios con ningún país.  En materia de acreditación, El Salvador pertenece al IAAC (Cooperación Interamericana de Acreditación) y al ILAC (Acreditación Internacional de Laboratorios).  El Salvador no pertenece a ningún organismo regional ni internacional en materia de certificación.

xi) Prescripciones sanitarias y fitosanitarias

71. Además del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC (MSF), las principales disposiciones sobre medidas sanitarias y fitosanitarias en El Salvador figuran en la Ley de Sanidad Vegetal y Animal (Decreto Nº 524 de 18 de diciembre de 1995) y el Reglamento Centroamericano sobre Medidas y Procedimientos Sanitarios y Fitosanitarios (aprobado mediante Resolución Nº 37-99 (COMIECO-XIII),17 de septiembre de 1999, adoptada mediante Acuerdo del Ministerio de Economía Nº 473, 23 de septiembre de 1999, publicado en el Diario Oficial Nº 183, Tomo Nº 345, 4 de octubre de 1999).  El Salvador es miembro del Codex, la OIE y la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF) (Convención de 1991).
72. La Dirección General de Sanidad Vegetal y Animal (DGSVA) del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) actúa como el servicio nacional de información previsto en los párrafos 3 y 10 del Anexo B del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.  Entre 1995 y octubre de 2002, la DGSVA efectuó 45 notificaciones correspondientes al acuerdo MSF.

73. La Ley de Sanidad Vegetal y Animal establece las disposiciones fundamentales para la protección sanitaria de los vegetales y animales en El Salvador, y define las funciones del MAG, las cuales incluyen:  diagnóstico y vigilancia epidemiológica de plagas y enfermedades en vegetales y animales;  control cuarentenario de vegetales y animales y sus productos;  registro de los insumos con fines comerciales para uso agropecuario y control de su calidad;  formulación y aplicación de medidas sanitarias para el cultivo de vegetales y crianza de animales así como para el comercio de los insumos para uso agropecuario;  certificación fitosanitaria y zoosanitaria de áreas, regiones y establecimientos agropecuarios en el territorio nacional (para efectos de importación, esta función puede ser realizada por el MAG en el extranjero);  introducción, producción y uso de agentes biológicos para el control de plagas y enfermedades en la agricultura y ganadería;  acreditación fitosanitaria y zoosanitaria y registro para ejecutar acciones de carácter oficial;  desarrollo de mecanismos de armonización y coordinación nacional e internacional en aspectos fitosanitarios y zoosanitarios;  y registro de empresas dedicadas a la prestación de servicios fitosanitarios y zoosanitarios.

74. El MAG está facultado para restringir o prohibir la importación y el tránsito de mercancías cuando ello esté justificado por razones técnicas y científicas y se considere que el uso de estas mercancías es perjudicial para la salud y la vida de las personas y de los animales o para los vegetales.  Con base en lo anterior, las prohibiciones o restricciones vigentes son las siguientes:  importación de cerdos, sus partes, productos y subproductos así como de aves, sus partes, productos y subproductos provenientes de países no reconocidos libres de las enfermedades contendidas en la Lista A del Código Zoosanitario Internacional de la OIE por organismos internacionales competentes;  importación y tránsito de semilla de arroz de zonas o países donde se encuentra presente el carbón del arroz para siembra;  importación de coco, material vegetativo y hospederos del vector del amarillamiento letal del cocotero de zonas o países donde se encuentra presente la enfermedad;  requisitos fitosanitarios para la importación y tránsito de frutas y hortalizas frescas, plantas ornamentales, frutales y forestales provenientes de países donde se encuentre la plaga cochinilla rosada del hibisco.

75. El Salvador mantiene medidas de control zoosanitario y fitosanitario para la importación de productos y subproductos de origen animal y vegetal, así como para productos y materias primas para uso agrícola (véase cuadro III.4, supra).  Los inspectores de cuarentena agropecuaria son los responsables de verificar los documentos (autorización de importación y certificado zoosanitario) que se requieren para realizar dichas importaciones.  Asimismo, se lleva a cabo una inspección física para determinar si los productos y subproductos vegetales y animales vienen libres de plagas y enfermedades.  A finales de 2002, El Salvador no había suscrito ningún acuerdo de reconocimiento de equivalencia de zonas libres de plagas o enfermedades ni de zonas de escasa prevalencia de plagas o enfermedades.

76. En dos ocasiones Miembros de la OMC han llamado la atención ante el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias sobre dificultades de acceso al mercado salvadoreño.  En el primer caso los Estados Unidos de América denunciaron los problemas planteados en varios mercados, entre los cuales el salvadoreño, a causa de la discriminación que comportaban las normas de control de la salmonella aplicadas a los productos avícolas importados con respecto a los nacionales.
  Asimismo el Uruguay manifestó preocupación por el rechazo presuntamente injustificado de las exportaciones de carne y productos lácteos a El Salvador.
  Las autoridades indicaron que tal rechazo se debía al cambio de situación sanitaria en relación con los nuevos brotes de fiebre aftosa, así como la evolución de la misma.

xii) Contratación pública

77. El Salvador no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  

78. Desde el año 2000 entró en vigor la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública (Decreto Legislativo Nº 868, 5 de abril de 2000, publicado en el Diario Oficial Nº 88, Tomo 347, 15 de mayo de 2000), que establece una norma uniforme para las adquisiciones de las instituciones del Estado, empresas estatales de carácter autónomo (incluyendo la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa, entre otras), entidades que comprometan fondos públicos, así como para las adquisiciones costeadas con fondos municipales.  La nueva Ley no cubre  las adquisiciones y contrataciones financiadas con fondos provenientes de convenios o tratados que celebre el Estado con otros Estados o con organismos internacionales, cuando así lo determine el convenio o tratado;  los convenios que celebren las instituciones del Estado entre sí cuando dicho convenio no se oponga a los objetivos de la Ley;  y la contratación de servicios personales que realicen las instituciones de la administración pública.

79. La Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública establece la creación de la Unidad Normativa de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública (UNAC), adscrita al Ministerio de Hacienda, responsable en particular de: proponer la política anual de las adquisiciones y contrataciones de las instituciones de la Administración Pública;  emitir las políticas y lineamientos generales para el diseño, implementación, funcionamiento y coordinación del Sistema de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública;  y establecer y mantener un Registro Nacional de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública.  Asimismo se establece en cada institución de la Administración Pública una Unidad de Adquisiciones y Contrataciones Institucional, responsable de la descentralización operativa y de realizar todas las actividades relacionadas con la gestión de adquisiciones y contrataciones de obras, bienes y servicios.

80. Las modalidades de contratación previstas en la Ley son:  la licitación o concurso público;  la licitación o concurso público por invitación;  la libre gestión;  la contratación directa;  y el mercado bursátil.  Los montos para la aplicación de los diferentes tipos de contratación son los siguientes:  para la licitación pública, un monto superior al equivalente de 635 salarios mensuales mínimos urbanos;  para la licitación pública por invitación, el equivalente a 80 salarios mensuales mínimos urbanos hasta 635 salarios mensuales mínimos urbanos;  para la libre gestión, un monto inferior al equivalente a 80 salarios mensuales mínimos urbanos siempre y cuando se realice la comparación de calidad y precios entre como mínimo tres oferentes (este requisito no se aplica para la adquisición o contratación que no exceda del equivalente a 10 salarios mensuales mínimos urbanos);  y para la contratación directa no hay límite.
  Los montos límites para la contratación de consultores son inferiores en los casos de concurso público (monto superior a 200 salarios mínimos urbanos) y de concurso público por invitación (entre 80 y 200 salarios mínimos urbanos).

81. Cada una de las modalidades de contratación previstas en la Ley puede incluir contratistas nacionales o nacionales y extranjeros o sólo extranjeros, lo cual deberá especificarse en cada caso.  Asimismo, y aunque la Ley no establece un margen de preferencia nacional, si la evaluación de ofertas en una licitación o concurso resultara en igualdad de circunstancias entre ofertas de bienes nacionales y ofertas de bienes extranjeros, la entidad contratante deberá dar preferencia a la oferta nacional, excepto cuando las disposiciones contenidas en tratados en los que participe El Salvador establezcan lo contrario.  Las autoridades observaron que en la práctica, la mayoría de las bases de licitación o concurso no excluyen a los oferentes extranjeros.  A fines de 2002 no existían aún datos acerca de la proporción de licitaciones públicas que han sido abiertas a extranjeros.

82. En el marco de los acuerdos de libre comercio suscritos a nivel regional con Chile, Panamá y la República Dominicana, El Salvador se comprometió a otorgar trato nacional a los proveedores originarios de los países contratantes para las compras de bienes y servicios abarcadas por dichos acuerdos.
  A nivel del MCCA está en proceso de negociación un acuerdo centroamericano en materia de contratación pública.

83. Para el ejercicio 2001, el monto total de compras públicas (sin tomar en cuentas las contrataciones de los municipios) fue de 874 millones de dólares EE.UU., repartidos entre adquisiciones de bienes (22 por ciento del total), contratación de servicios (54 por ciento) y construcción (24 por ciento).

3) Medidas que afectan a las exportaciones

i) Registro y documentación

84. Desde 1996 no se han introducido cambios importantes en los procedimientos de exportación.  Toda persona natural o jurídica que desee exportar debe inscribirse en el Registro de Exportadores del Centro de Trámites de Exportación (CENTREX).  Los requisitos para registrarse como exportador incluyen en el caso de sucursales extranjeras no inscritas en el Registro de Comercio, la presentación del poder del representante legal, en español y en el idioma extranjero que corresponda, autenticado por el cónsul de El Salvador en el país de origen de la empresa y el Ministerio de Relaciones Exteriores de El Salvador.  Tras registrarse, el exportador debe presentar una solicitud de exportación acompañada de los diferentes documentos exigibles, los cuales varían por producto y país de destino.  Según el destino de la exportación, CENTREX autoriza el Formulario Aduanero Unico Centroamericano (FAUCA) para las exportaciones hacia Centroamérica que cumplen con los requisitos de origen o la Declaración de Mercancías (DM) para las demás.  La validez del registro de exportación, del FAUCA y de la DM es de 30 días;  transcurrido este período el exportador debe solicitar una revalidación ante el CENTREX.  Las exportaciones realizadas desde zonas francas o depósitos de perfeccionamiento activo están sujetas a los mismos requisitos ante el CENTREX.

85. La solicitud de exportación debe acompañarse de una copia de la factura comercial y según los casos, de un certificado de origen, así como de los siguientes documentos:  certificado zoosanitario, para productos o subproductos de origen animal;  constancia de Inspección de Productos de Origen Animal (IPAO) para la exportación de carnes;  constancia de análisis bacteriológico para la exportación de productos lácteos hacia los Estados Unidos;  constancia de tratamiento químico, para plantas ornamentales cuando lo requieran;  pre-certificación de la Dirección General de Sanidad Vegetal y Animal para granos básicos;  certificado de libre venta, emitido por la Dirección General de Sanidad Vegetal y Animal, para productos agroquímicos y de uso veterinario;  carné de autorización para productos pesqueros;  y certificado CITES para las 
exportaciones de flora y fauna silvestre.

86. Las exportaciones de prendas textiles sujetas a contingentes en el exterior también deben ir acompañadas de una resolución de la Oficina de Monitoreo y Administración de las Exportaciones Textiles (EXPORTEX).  Con respecto a las exportaciones de azúcar al mercado preferencial de los Estados Unidos, es necesario obtener una resolución emitida por el Ministerio de Economía, la cual permite llevar un control de las exportaciones a ese mercado.  Finalmente, para exportar café se requiere un permiso del Consejo Salvadoreño del Café.  El objetivo de este trámite es certificar la calidad del café de exportación, así como mantener un control estadístico de las ventas en el extranjero.

87. El contingente básico para las prendas de vestir que se exportan hacia los Estados Unidos en el marco del contingente textil de las categorías 340/640 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC se distribuye en función de la participación histórica de las empresas en las exportaciones a ese mercado.  En el caso de los textiles y las prendas de vestir que se exportan a los Estados Unidos en el marco del sistema de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe, no se efectúa una distribución propiamente dicha, sino que el contingente se llena a medida que las empresas realizan sus exportaciones (de acuerdo con el principio "primero en tiempo, primero en derecho").

ii) Impuestos y precios mínimos

88. Las autoridades señalaron que desde 1996 El Salvador no ha aplicado impuestos o precios mínimos a las exportaciones.

iii) Prohibiciones, licencias y otras restricciones

89. En general las prohibiciones de exportación se aplican por motivos de protección del medio ambiente, de protección del patrimonio o por motivos económicos.  A finales de 2002, solamente estaban prohibidas las exportaciones de plantas y animales en peligro de extinción de conformidad con la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), así como las exportaciones de gas para el consumo doméstico, cuyo precio está controlado en el mercado interno (sección 4) ii)).  Con la eliminación del subsidio al diesel destinado al transporte público de pasajeros a partir del 27 de noviembre de 2001 quedó suspendida la prohibición de exportación a la cual estaba sujeta ese combustible.

90. El Ministerio de Economía está encargado de emitir los certificados de contingentes de exportación requeridos para ciertos productos textiles con arreglo a las disposiciones contenidas en el Tratado de Libre Comercio suscrito con México.

91. El Salvador no mantiene acuerdos con otros países sobre la limitación voluntaria de las exportaciones.

iv) Cárteles de exportación

92. Las autoridades señalaron que no existen cárteles de exportación en el país.  El Salvador participó en el programa de retención que promovió la Asociación de Productores de Café, la cual dejó de operar a finales de 2001 y de la cual El Salvador era miembro.

v) Requisitos en materia de resultados de exportación

93. El Salvador no mantiene prescripciones en materia de resultados de exportación. 

vi) Subvenciones

94. El Salvador promueve las exportaciones principalmente mediante dos esquemas de incentivos fundamentados en la Ley de Reactivación de las Exportaciones (Decreto Legislativo Nº 460, 15 de marzo de 1990) y la Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización (Decreto Legislativo Nº 405, 3 de septiembre de 1998).  Los dos esquemas han sido notificados ante la OMC como programas de subvención a la exportación que reúnen las condiciones establecidas en el párrafo 2 del documento G/SCM/39, Procedimiento para la concesión de las prórrogas previstas en el párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias (SMC) a determinados países en desarrollo miembros.
  La Conferencia Ministerial de Doha dispuso que el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias prorrogara el período de transición previsto en el párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo SMC para los programas de subvención que reunieran las condiciones establecidas en el documento G/SCM/39.

95. El Salvador presentó como razones para solicitar una prórroga para los programas antes mencionados la necesidad de fomentar el empleo, el desarrollo económico y la diversificación de sus exportaciones
  Las autoridades señalaron que aún están en evaluación las posibles medidas que han de adoptarse cuando finalice la prórroga solicitada al amparo del párrafo 4 del artículo 27 del Acuerdo SMC.

96. La Ley de Reactivación de las Exportaciones otorga la devolución del 6 por ciento del valor FOB de las exportaciones a las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, titulares de empresas que exporten bienes y servicios salvadoreños fuera del área centroamericana, exceptuando las exportaciones de productos minerales metálicos y no metálicos provenientes de la explotación del subsuelo.  En principio los productos tradicionales, como café, azúcar y algodón, tampoco gozan de dicho beneficio, sin embargo, previa calificación de los Ministerios de Hacienda y de Economía, el café y el azúcar que incorporen como mínimo un 30 por ciento de origen nacional (calculado a partir del valor agregado generado en la fábrica) pueden beneficiarse de dicha devolución (para el café "orgánico" o "gourmet" y el azúcar refinado la devolución se aplica independientemente del contenido nacional).  Entre 1998 y 2001, las exportaciones salvadoreñas que se beneficiaron de dicha devolución representaron entre el 7,6 por ciento y el 8,2 por ciento de las exportaciones totales (cuadro III.7). 

Cuadro III.7

Exportaciones acogidas a regímenes especiales, 1998-2001


1998
1999
2000
2001

Exportaciones que se benefician de la devolución del 6%






en millones de $EE.UU.
199,1
190,7
231,4
223.2


en % de las exportaciones totales
8,2
7,6
7,8
7.8


montos devueltos (millones de $EE.UU.)
11,9
11,4
13,8
13.4

Exportaciones desde zonas francas o depósitos de perfeccionamiento activo






en millones de $EE.UU.
1.184,7
1.333,4
1,609.0
1,651.4


en % de las exportaciones totales de mercancías
48,5
53,11
54,7
57,6

Fuente:
Documentos G/SCM/Q3/SLV/7 de la OMC, de 14 de junio de 2002, y Banco Central de Reserva de El Salvador (2002), Revista Trimestral, Octubre-Noviembre-Diciembre 2001, San Salvador.
97. Posteriormente al último Examen de El Salvador, se modernizó y actualizó el marco legal para promover el establecimiento y desarrollo de zonas francas mediante la adopción de una nueva Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización.  Dicha Ley se aplica a empresas que operan en zonas francas o en depósitos de perfeccionamiento activo.  Los incentivos consisten en la exención de varios gravámenes e impuestos, incluidos aranceles, impuestos sobre la renta y municipales (véase vii).

98. Aparte de los esquemas antes mencionados, las autoridades han señalado que no otorgan concesiones fiscales ni arancelarias para fomentar las exportaciones.

vii) Zonas de elaboración para la exportación

99. El principal objetivo de las zonas francas es promover la generación de mayores oportunidades de empleo y contribuir a lograr un crecimiento económico sostenible.  El programa de zonas francas y de depósitos de perfeccionamiento activo entró en operación mediante la Ley de Fomento de las Exportaciones (Decreto Legislativo Nº 81 de 5 de septiembre de 1974), derogada mediante la Ley del Régimen de Zonas Francas y Recintos Fiscales (Decreto Legislativo Nº 461 de 15 de marzo de 1990), que fue derogada por la Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización (Decreto Legislativo Nº 405 de 3 de septiembre de 1998) y su reforma (Decreto Legislativo Nº 464 de 22 de octubre de 1998).  A diferencia de la anterior Ley del Régimen de Zonas Francas y Recintos Fiscales, la Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización y su reforma permite a sus beneficiarios exportar bienes y servicios a otros países miembros del MCCA.  Además, la nueva ley exime a sus beneficiarios del impuesto sobre la transferencia de los bienes raíces destinados a la actividad exportadora y elimina los plazos a los que estaban sujetos varias exenciones fiscales.

100. El establecimiento, administración y funcionamiento de las zonas francas debe ser autorizado por el Ministerio de Economía;  la vigilancia y control del régimen fiscal de dichas zonas corresponde al Ministerio de Hacienda.

101. Pueden establecerse y operar en zona franca empresas nacionales o extranjeras que se dediquen a la producción, ensamble o maquila, manufactura, procesamiento, transformación o comercialización de bienes y servicios.  La nueva ley también menciona de manera explícita la prestación de servicios vinculados al comercio internacional y regional (tales como el acopio, el empaque y reempaque, la reexportación, la consolidación de carga, la distribución de mercancías y otras actividades conexas o complementarias) como una actividad que puede gozar de los beneficios que se ofrecen en las zonas francas.

102. Cuando las empresas cumplen con los criterios descritos anteriormente pero por razones técnicas no están ubicadas en zonas francas, pueden solicitar al Ministerio de Economía que su establecimiento sea declarado Depósito para Perfeccionamiento Activo (DPA), siempre y cuando estén ubicadas en zonas de vocación industrial, agrícolas y agroindustriales, sus instalaciones cumplan con condiciones adecuadas de seguridad industrial, laboral y ambiental, y dispongan de una estructura administrativa y financiera formal. 

103. Los beneficios otorgados a los usuarios que se establezcan en zonas francas o en depósitos de perfeccionamiento activo incluyen la exención de:  

-
aranceles a la importación para maquinaria, equipo, herramientas, repuestos y accesorios, utensilios y demás enseres que sean necesarios para la ejecución de la actividad incentivada;

-
aranceles a la importación para lubricantes, catalizadores, reactivos, combustibles y cualquiera otras sustancias o materiales necesarios para la actividad productiva;

-
impuesto sobre la renta por el período en que realicen sus operaciones en el país, contados a partir del ejercicio anual impositivo en que el beneficiario inicie sus operaciones;

-
impuestos municipales sobre el activo y patrimonio de la empresa, por el período en que realicen sus operaciones en el país, a partir del ejercicio de sus operaciones;

-
impuesto sobre transferencia de bienes raíces, por la adquisición de aquellos bienes raíces destinados a la actividad incentivada.   

104. Conforme a la Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización, los bienes o servicios producidos en las zonas francas pueden ser destinados al mercado salvadoreño.  Sin embargo, en este caso, se aplican los gravámenes de importación, el impuesto sobre la renta, el IVA y los impuestos municipales correspondientes.  Para efectos de control y pago de impuestos, las empresas que exportan bienes o servicios al mercado salvadoreño llevan una sola contabilidad, la cual sirve de base al Ministerio de Hacienda para determinar el monto de dichos impuestos.  En el caso de manufacturas o comercialización de bienes de la confección y de textiles sólo se pueden nacionalizar productos con un mínimo de contenido nacional o regional del 50 por ciento;  el IVA en dicho caso se grava sólo sobre el componente de valor agregado nacional del bien.

105. Para los bienes agrícolas (incluidos en los capítulos 1 a 24 del SA), la empresa acogida al régimen de zona franca solamente puede internar al mercado nacional el porcentaje de la venta total de estos bienes equivalente a la participación de las materias primas agropecuarias de origen nacional en el valor del bien en cuestión y se aplican los gravámenes de importación y los impuestos correspondientes.

106. Los beneficios e incentivos fiscales no se aplican a ciertas actividades, en particular:  hoteles;  agencias de viaje y líneas aéreas;  transporte aéreo, marítimo y terrestre;  actividades financieras;  pesca a excepción de los túnidos;  minería;  y producción o comercialización de azúcar, alcohol etílico y cualquier bien que los incorpore.   

107. Entre 1998 y 2001, la contribución de las exportaciones realizadas desde zonas francas o depósitos de perfeccionamiento activo a las exportaciones totales aumentó del 48,5 por ciento al 57,6 por ciento (cuadro III.7).  En 2001, las exportaciones generadas por estas actividades alcanzaron 1.651 millones de dólares EE.UU.

108. A diciembre de 2001, operaban bajo el programa de zonas francas 243 empresas, cuyas inversiones provenían de los Estados Unidos (16,5 por ciento de las empresas), Corea (6,6 por ciento), Guatemala (1,6 por ciento), así como de Alemania, el Japón, el Reino Unido y el Taipei Chino, cada uno con 0,4 por ciento de las empresas.  La gran mayoría de empresas efectuaban actividades de ensamble de prendas de vestir (143 empresas), mientras que el resto se repartía principalmente entre empresas comercializadoras (31), de servicios de lavandería (13), de textiles y bordados (10), agroindustriales (10), de cajas y estuches (3) y de reciclado y empaque de desperdicios (3).  El número de personas empleadas directamente por empresas beneficiadas por la Ley de Zonas Francas Industriales y de Comercialización superaba, a diciembre de 2001, las 81.000;  además, las actividades fomentaron la creación de poco más de 162.000 empleos indirectos con lo cual representaban más del 10 por ciento de la fuerza laboral en El Salvador.

viii) Financiación, seguro y garantías

109. Las autoridades indicaron que el Gobierno no interviene directamente en ningún programa específico de financiación de las exportaciones.  Sin embargo, el sector productivo salvadoreño tiene acceso a los recursos del Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), que, a través de las instituciones financieras centroamericanas calificadas, financia líneas de crédito y programas especiales.  Los programas del BCIE incluyen varios programas específicos para las exportaciones como el Programa de Apoyo a la Producción Exportable de Centroamérica (PAPECA) y el Programa para el Fortalecimiento de las Exportaciones Centroamericanas (FOEXCA).  Dichos programas se otorgan a personas jurídicas constituidas en los países centroamericanos cuyo capital social pertenezca mayoritariamente a personas naturales nacionales de los países centroamericanos y que residan en cualquier país centroamericano.  Las tasas de crédito están fijadas en base a los niveles del mercado internacional.  Entre 1996 y 2002, el BCIE otorgó créditos a favor de los exportadores salvadoreños por aproximadamente 250 millones de dólares EE.UU. a través de estos dos programas.

110. Una fuente adicional de financiamiento para el sector productivo nacional es el Banco Multisectorial de Inversiones (BMI), banco de desarrollo de El Salvador.  Creado en 1994 con patrimonio aportado al 100 por ciento por el Banco Central de Reserva, el BMI opera como banco de segundo piso y ofrece, a través de las instituciones financieras del país, una serie de líneas de crédito destinadas a los proyectos de la iniciativa privada cuya ejecución se realice en el territorio nacional.  A diciembre de 2001, la cartera de créditos del BMI para proyectos de iniciativa privada ascendía a poco más de 218 millones de dólares EE.UU., de los cuales casi cinco millones correspondían a créditos otorgados a empresas exportadoras (cuadro III.8).

Cuadro III.8

Créditos otorgados por el Banco Multisectorial de Inversiones

(Miles de $EE.UU.)

Programas de créditos
1997
1998
1999
2000
2001

Agropecuario y agroindustriala
45.272
34.833
21.427
20.187
8.708

Construcción y vivienda
36.938
18.639
15.439
13.771
1.537

Financiamiento de exportaciones
18
9.135
29.301
57.261
34.897

Industria manufacturera
25.815
13.345
13.811
7.014
8.080

Servicios
40.977
41.355
36.162
19.520
16.927

Micro y pequeña empresa
32.855
30.740
29.249
18.616
14.331

Comercio
0
0
27.834
3.458
5.536

Programa de reconstrucción para los sectores productivosb
0
0
0
0
128.242

Total
181.875
148.048
173.223
139.828
218.258

a
Incluye el Programa de Crédito para el Medio Ambiente (FOCAM).

b
Fue creado para apoyar la reconstrucción de los sectores productivos tras los terremotos de enero y febrero de 2001.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.

111. Las autoridades han señalado que el Gobierno de El Salvador no financia ningún sistema de seguro o garantía de las exportaciones.  Sin embargo, el BMI administra el Programa de Garantía Agropecuario (PROGARA), por medio del cual se proporcionan garantías complementarias a pequeños empresarios, productores del sector agropecuario y cooperativas que las requieran para poder obtener créditos de los bancos comerciales.  El costo de la garantía es del 1 por ciento del monto de la garantía extendida.

ix) Fomento y asistencia a la comercialización

112. Además del Ministerio de Economía y de la Dirección General de Promoción y Relaciones Económicas del Ministerio de Relaciones Exteriores, los principales organismos involucrados en actividades de promoción de las exportaciones son:  la Corporación de Exportadores de El Salvador (COEXPORT);  la Cámara Agropecuaria y Agroindustrial de El Salvador (CAMAGRO);  la Cámara de Comercio e Industria de El Salvador;  la Asociación  Salvadoreña de Industriales (ASI);  y la Asociación Nacional de la Empresa Privada (ANEP). Los servicios prestados por estos organismos consisten generalmente en:  información de mercados;  asistencia técnica y asesoría comercial;  facilitación de contactos;  servicios de promoción en mercados internacionales; y capacitación.  Las autoridades señalaron que existe coordinación entre la mayoría de estas instituciones y las misiones comerciales en el exterior.

x) Medidas aplicadas en terceros mercados

113. Al amparo de las normas y disciplinas establecidas en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC, ciertas exportaciones salvadoreñas de prendas de vestir están sujetas a contingentes en los Estados Unidos.  Las autoridades manifestaron que a finales de 2002, la única categoría sujeta a restricciones de este tipo es la camisa de vestir de tejido plano para hombres y niños.
 

114. Por otra parte las exportaciones salvadoreñas se benefician de condiciones de acceso preferenciales con arreglo a diferentes esquemas de concesiones unilaterales como el Sistema Generalizado de Preferencias o la Iniciativa para la Cuenca del Caribe.  Además, las exportaciones salvadoreñas de azúcar de caña bruto se benefician de contingentes arancelarios otorgados por los Estados Unidos.  Para el ejercicio fiscal de 2002, el volumen del contingente asignado a El Salvador se elevó a 27.379 toneladas.  La renta asociada a dichos contingentes arancelarios podría ser importante;  una estimación basada en la diferencia de precio de importación del azúcar en el mercado estadounidense y su precio en el mercado mundial, apunta a una renta de alrededor de los 20 millones de dólares EE.UU.

4) Otras medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Política en materia de competencia

115. El Salvador no cuenta con legislación específica en materia de competencia.  Las principales disposiciones legales en esta materia están contenidas en la Constitución, el Código de Comercio, el Código Penal y algunas leyes sectoriales.

116. El Artículo 110 de la Constitución prohíbe las prácticas monopolístas con el fin de garantizar la libertad empresarial y de proteger al consumidor.  Asimismo dicho artículo estipula que sólo se pueden autorizar monopolios en favor del Estado o de los municipios, cuando el interés social lo haga imprescindible. 

117. El Código de Comercio establece que los comerciantes deben ejercer sus actividades sin perjudicar al público ni a la economía nacional.  Sin embargo autoriza los acuerdos de limitación de competencia.  En particular permite los pactos que restrinjan la actividad mercantil de un comerciante respecto a una plaza o región o a una determinada especie de comercio, siempre que su duración no sea superior a diez años y que no se contraríe ninguna garantía constitucional.  Asimismo el Código de Comercio valida los pactos que reglamenten modalidades referentes a la cantidad y calidad de la producción o características de los servicios prestados al público.  Cuando dichos pactos conduzcan al establecimiento de monopolios, o perjudiquen a la economía nacional o a los derechos de terceros, los perjudicados tendrán acción para que judicialmente se declaren resueltos tales pactos.
 

118. Las principales disposiciones sectoriales en materia de competencia se aplican al sector eléctrico y de telecomunicaciones, en particular el Reglamento Aplicable a las Actividades de Comercialización de Energía Eléctrica (Decreto Ejecutivo Nº 90, 1º de noviembre de 2000) desarrolla las normas tendientes a promover la competencia en materia de comercialización de energía eléctrica (capítulo IV.4) y iii)).

119. En cuanto a las sanciones por delitos relativos a la libre competencia, el Artículo 232 del Código Penal establece sanciones de prisión de cuatro a ocho años y multa de 180 a 300 días de salario mínimo para la persona que abusando de una posición de dominio total o parcial del mercado o mediante acuerdos con otras personas o empresas, impida, dificulte o falsee las normas de competencia conforme a alguna de las modalidades definidas en el Código.
  A octubre de 2002, no se habían aplicado sanciones con arreglo al Artículo 232 de Código Penal.

120. El anterior informe de la Secretaría señaló que el nivel de competencia en El Salvador era relativamente bajo y que se consideraba necesario adoptar nuevas leyes en la materia.  Si bien a nivel legislativo no se han introducido cambios significativos excepto en el sector de las telecomunicaciones (capítulo IV) 5) iii)), las autoridades observaron que los procesos de liberalización y privatización de los últimos diez años han resultado en un mayor nivel de competencia en el mercado salvadoreño.  A su vez, las autoridades llevan varios años trabajando, con la ayuda del Banco Mundial, en la elaboración de un anteproyecto de ley de competencia.

ii) Fijación de precios, controles de producción, acuerdos de comercialización

121. Con el objeto de proteger el interés de los consumidores, el Ministerio de Economía está facultado para fijar y modificar los precios máximos de los bienes intermedios y finales de uso o de consumo y de los servicios considerados esenciales.
  Las autoridades señalaron que desde 1996, sólo se utilizó dicha facultad en una oportunidad:  en 2001 se reguló el precio del agua embotellada durante el período de emergencia nacional provocado a raíz de los terremotos sufridos a principios de año.

122. A fines de 2002, el Ministerio de Economía mantenía un control en el precio del gas licuado de petróleo para uso doméstico de hasta 35 libras.
  Dicho control de precios obedece a la existencia de un subsidio que se otorga a las compañías importadoras de gas.  Asimismo, la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA) reglamenta las tarifas por concepto de suministro de agua, mientras que la Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones (SIGET) reglamenta las tarifas eléctricas y telefónicas.

123. Las autoridades salvadoreñas han señalado que no mantienen limitaciones ni controles sobre la producción. 

iii) Comercio de Estado y empresas estatales

124. Las autoridades salvadoreñas manifestaron que El Salvador no cuenta con empresas comerciales del Estado que exporten o importen bienes para comercializar en el sentido del artículo XVII del GATT.
 

125. Desde 1996, el Estado salvadoreño ha disminuido sustancialmente su participación en las actividades productivas y de suministro de servicios, en particular mediante la privatización de entidades en los sectores agrícola (venta de un ingenio azucarero), de generación eléctrica (con la venta de dos plantas generadoras térmicas) y de telecomunicaciones (venta de la Administración Nacional de Telecomunicaciones – ANTEL).
  La participación del Estado sigue siendo significativa en las áreas de suministro de agua y administración de puertos, aeropuerto y ferrocarriles (este último sector no está activo).

iv) Contenido nacional y medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio

126. Para que las exportaciones de azúcar y café puedan beneficiarse de las ventajas que ofrece la Ley de Reactivación de las Exportaciones, por lo menos un 30 por ciento del valor agregado a estos productos en la fábrica debe ser de origen nacional (capítulo II 3) v)).  Además, con relación a los productos sujetos a contingentes de desabastecimiento (a finales de 2002, el arroz en granza y varios productos cárnicos), sólo las industrias transformadoras que adquieran parte de la producción nacional pueden al mismo tiempo importar estos productos libres de arancel.

127. El Salvador no ha notificado ninguna medida en materia de inversiones relacionadas con el comercio.

v) Incentivos

128. De conformidad con la nueva Ley General de Ordenación y Promoción de Pesca y Acuicultura, emitida por el Decreto Legislativo Nº 637, 6 de diciembre de 2001, publicada en el Diario Oficial Nº 240, 19 de diciembre de 2001, la cual derogó la Ley General de Actividades Pesqueras, han quedado abolidos los incentivos fiscales que se otorgaban al sector pesquero.  Hasta finales de 2001, dichos incentivos se aplicaban a personas naturales o jurídicas nacionales dedicadas a las actividades de extracción y comercialización pesqueras y consistían en la exoneración total o parcial de los derechos de importación de:  materiales de construcción para la instalación o ampliación de establecimientos;  embarcaciones y maquinaria, equipo, herramientas, repuestos y accesorios necesarios para su funcionamiento;  aparejos, artefactos o equipos de pesca;  combustible y lubricantes para uso exclusivo de las embarcaciones;  y equipos, herramientas, repuestos y accesorios necesarios para la comercialización de los productos pesqueros.  Los combustibles y lubricantes estaban exentos no sólo del pago de los derechos de importación, sino también de los impuestos al consumo interno siempre y cuando fueran producidos en el país.
129. El sector productivo salvadoreño tiene acceso a diversos programas de financiamiento, entre los cuales destacan los programas administrados por el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), el Banco Multisectorial de Inversiones (BMI), y la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (FUSADES).

130. Los dos principales programas del BCIE, aparte de los destinados prioritariamente a los exportadores (capítulo III 3) vi)), son el Programa de Apoyo a la Micro y Pequeña Empresa Centroamericana (PROMYPE) y el Fondo de Apoyo a la Pequeña Industria en América Central (FAPIC).  El PROMYPE es un programa de crédito, capacitación, asesoría y asistencia técnica dirigido a fortalecer el sector de la micro y pequeña empresa centroamericana.  Dicho fondo, creado en 1995, contaba inicialmente con 50 millones de dólares EE.UU., de los cuales El Salvador podía utilizar una quinta parte.  El monto de crédito otorgado a cada empresa está limitado a un máximo de 10.000 dólares EE.UU. para las microempresas (hasta cinco empleados) y de 75.000 dólares EE.UU. para las pequeñas empresas (hasta 40 empleados).  El FAPIC destina recursos crediticios y asistencia técnica a los pequeños industriales.  Los créditos están limitados a 50.000 dólares EE.UU. para pequeños industriales y a 150.000 dólares EE.UU. para la mediana industria. Entre 1996 y 2001, el sector productivo salvadoreño recibió créditos por poco más de 50 millones de dólares EE.UU. a través de PROMYPE y FAPIC.

131. El BMI mantiene varios instrumentos financieros destinados a fomentar el desarrollo económico en El Salvador.  Entre dichos instrumentos se encuentran el Fideicomiso de Techo Industrial (FITEX), el Programa de Desarrollo de Zonas Francas Privadas y el Programa Integral de Renovación de la Caficultura.  Los montos de líneas de crédito otorgadas por el BMI alcanzaron en 2001 poco más de 218 millones de dólares EE.UU., canalizados principalmente hacia los programas de reconstrucción de los sectores productivos tras los terremotos sufridos y hacia el financiamiento de exportaciones (cuadro III.8).

132. El Fideicomiso de Techo Industrial (FITEX) tiene como objetivo promover la creación de polos de desarrollo en las zonas menos desarrolladas del país, para lo cual incentiva la construcción o adquisición de superficies industriales en zonas francas fuera del área metropolitana de San Salvador.  El FITEX otorga compensación (equivalente a 3 puntos porcentuales por 3 años) a la tasa de interés de los préstamos solicitados a través de las instituciones financieras que hayan suscrito convenios con el BMI, siempre y cuando el destino sea la construcción y/o adquisición de naves industriales en zonas francas, parques industriales y en cualquier proyecto de construcción de nave industrial que se establezca fuera del área metropolitana de San Salvador.  El FITEX fue constituido con recursos provenientes de la privatización de ANTEL. A finales de 2002, el BMI había otorgado 220.000 dólares EE.UU. a través del FITEX.

133. El BMI también ofrece, como parte de su programa para las exportaciones, una línea de crédito para el desarrollo de zonas francas privadas a través del cual se financian hasta tres cuartas partes del costo total de desarrollo de una zona franca o del valor de adquisición o construcción de naves industriales en zonas francas privadas.  A finales de 2002, este programa había otorgado préstamos por más de 17 millones de dólares EE.UU. para financiar la construcción de 117.654 metros cuadrados de techo industrial.

134. Asimismo, el BMI mantiene un programa específico para mejorar y renovar la producción del parque cafetalero.  La función del programa, elaborado en colaboración con el Ministerio de Agricultura y Ganadería, es mejorar la productividad del parque cafetalero y apoyar su reconversión productiva.  Además de su componente financiero el programa tiene un componente técnico, bajo el cual los empresarios son apoyados con un diagnóstico técnico y la aplicación de su proyecto en el campo.  Dicho programa tiene como meta renovar el 25 por ciento del parque cafetalero salvadoreño, y dispone de recursos equivalentes a 100 millones de dólares EE.UU., que se canalizan a través de la banca comercial a un plazo de 15 años, con un período de gracia de 5 años y una tasa del 9 por ciento anual.  A diciembre de 2000 se habían formulado 326 diagnósticos de fincas y se habían aprobado inversiones por unos 20 millones de dólares EE.UU.

135. La Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (FUSADES) promueve la producción en El Salvador principalmente mediante los programas de Promoción de Inversiones (PRIDEX) y de Promoción de la Pequeña y Microempresa (PROPEMI).  Mediante el programa PRIDEX se realiza principalmente una labor de promoción de la imagen del país para fomentar negocios o acuerdos de cooperación entre empresas salvadoreñas y empresas extranjeras.  El programa PROPEMI ofrece servicios de asesoría, crédito y capacitación para pequeñas y microempresas.  Los créditos se destinan específicamente a los siguientes sectores:  industria;  agroindustria;  pesca artesanal;  comercio;  y servicios.  Las tasas de interés aplicadas corresponden al promedio del mercado bancario.  A fines de diciembre 2000, se habían otorgado unos 16.300 créditos, por un monto total de más de 92 millones de dólares EE.UU.

vi) Asistencia para el reajuste industrial y la investigación y el desarrollo

136. Las autoridades salvadoreñas han señalado que no existen programas oficiales de asistencia a individuos o empresas para facilitar su modernización o ajuste a cambios estructurales, ni tampoco a regiones o sectores específicos.

137. En 1998, el gasto realizado en El Salvador en investigación y desarrollo (I+D) alcanzó 9,65 millones de dólares EE.UU. o 0,081 por ciento del PIB de ese año.  El Gobierno salvadoreño contribuyó con un 52 por ciento al gasto en I+D, mientras que las organizaciones no gubernamentales y los gobiernos extranjeros, las universidades y las empresas aportaron, respectivamente, el 34, 13 y 1 por ciento restantes.

138. Las autoridades señalaron que en el marco de su estrategia de desarrollo y fortalecimiento de infraestructura económica, tienen programadas medidas cuyo objeto es desarrollar la infraestructura necesaria para establecer un sistema de innovación tecnológica que propicie la reconversión productiva y la competitividad de la economía salvadoreña, por medio de la promoción del establecimiento y fortalecimiento de centros para la investigación y desarrollo de tecnología aplicada que potencien el desarrollo tecnológico.  Con ese fin, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), cuenta con un proyecto para crear el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SINACTI).

139. El BMI está estudiando la creación de un sistema de financiamiento del desarrollo tecnológico, mediante el cual se canalizarían fondos no reembolsables para las pequeñas y medianas empresas a fin de apoyar su proceso de innovación y la comercialización de sus productos.

vii) Derechos de propiedad intelectual 

a) Introducción

140. El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC (Acuerdo sobre los ADPIC) quedó incorporado en la legislación salvadoreña mediante la ratificación del Acuerdo de Marrakech;  dicho Acuerdo entró en vigor en El Salvador el 1º de enero de 2000.  Además, El Salvador es signatario de varios acuerdos internacionales sobre el derecho de propiedad intelectual y miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) (cuadro AIII.1).

141. Con arreglo a los requisitos del Acuerdo sobre los ADPIC, El Salvador ha notificado a los Miembros de la OMC sus leyes y reglamentos relativos a los derechos de propiedad intelectual (DPI) y ha facilitado información sobre su sistema nacional de observancia (cuadros AIII.3 y AIII.2).  Basándose en esas notificaciones, el Consejo de los ADPIC examinó la legislación salvadoreña sobre los DPI en 2000.
  El Centro Nacional de Registros (CNR) es el punto de información especificado en el artículo 69 del Acuerdo sobre los ADPIC.
  Anteriormente adscrito al Ministerio de Justicia, el CNR pasó a formar parte del Ministerio de Economía al reestructurarse las carteras de interior, seguridad y justicia a mediados de 2001.  El Ministerio de Economía, a través de la Dirección de Política Comercial, es responsable de la formulación e implementación de las políticas salvadoreñas en materia de propiedad intelectual.
142. Las autoridades salvadoreñas consideran que el principal beneficio derivado de la implementación del Acuerdo sobre los ADPIC ha sido la mayor toma de consciencia por parte de los salvadoreños de la relevancia de la propiedad intelectual en la vida económica de El Salvador.  El Gobierno ha procurado fomentar la creatividad y la investigación por medio de diferentes actuaciones que ofrece el Registro de la Propiedad Intelectual, tales como la asistencia jurídica para la protección de nuevas invenciones o bien la realización de actividades anuales como la "Feria de la Inventiva", cuyo objeto es la promoción de estas nuevas creaciones.

143. El Salvador ha contraído también compromisos sobre los DPI mediante distintos acuerdos de libre comercio que ha suscrito, en particular el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana, el Tratado entre México y las Repúblicas de El Salvador, Guatemala y Honduras, el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile, así como el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá, cuya entrada en vigor está pendiente.

144. De acuerdo a datos del Registro de Propiedad Intelectual del Centro Nacional de Registros, la gran mayoría de los derechos registrados y presentados a junio de 2002 corresponde a marcas, seguido por nombres comerciales, señales de propaganda y patentes de invención.  Los titulares de marcas, de patentes y de diseños industriales son mayoritariamente extranjeros;  por el contrario en materia de nombres comerciales y señales de propaganda, los titulares son mayoritariamente salvadoreños (cuadro III.9).

Cuadro III. 9

Registro de DPI, 2002
Tipo de derecho
Total
Nacionalidad de los titulares (%)



Salvadoreños
Extranjeros

Marcas
100.463
33,4
66,6

Nombres comerciales
7.232
86,5
13,5

Señales de propaganda
4.512
82,6
17,4

Patentes de invención
3.325
10,6
89,4

Modelos de utilidad
53
54,7
45,3

Diseños industriales
218
39,9
60,1

Derechos de autor
3.257
..
..

..
No disponible.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades salvadoreñas.

b) Derechos de autor y derechos conexos

145. La Ley de Fomento y Protección de la Propiedad Intelectual (LFPPI) protege todas las obras literarias, artísticas y científicas, cualquiera que sea su modo o forma de expresión, su mérito o su destino, con tal de que dichas obras sean originales.  Asimismo están protegidas las traducciones, adaptaciones, transformaciones o arreglos de obras, así como también las antologías o compilaciones de obras diversas o datos u otros materiales con inclusión de las bases de datos en forma legible por máquina o en otra forma.  El plazo de protección, en caso de que el autor sea una persona natural comprende la vida de éste y 50 años después de su muerte a favor de sus herederos o causahabientes;  en caso de tratarse de una obra anónima, de una seudónima cuyo autor no ha sido revelado, o de una persona jurídica, el plazo de protección es de 50 años contados a partir de la primera publicación o, en su defecto, de la realización o divulgación de la misma.  La Ley de Fomento y Protección de la Propiedad Intelectual trata por separado el derecho moral y el derecho económico.
146. Asimismo los contratos de representación teatral y de ejecución musical, que pueden celebrarse por un tiempo determinado o por un número determinado de representaciones o ejecuciones públicas están protegidos.  La protección de los derechos de los intérpretes es de 50 años contados a partir del primero de enero del año siguiente al de la actuación, cuando se trate de interpretaciones o ejecuciones no fijadas;  o de la publicación, cuando la actuación esté grabada en un soporte sonoro o audiovisual.

147. También se regula lo referente a los contratos de inclusión fonográfica, por los que el autor de una obra musical autoriza, sin exclusividad y mediante remuneración a un productor de fonogramas a grabar o fijar una obra para reproducirla.  Esta autorización no comprenderá el derecho de ejecución pública de la obra.  Por otro lado los productores fonográficos autorizados con arreglo al contrato de inclusión fonográfica, tienen el derecho de autorizar o no la reproducción de sus fonogramas, así como la importación, arrendamiento, distribución al público u otra utilización, por cualquier forma o medio, de las copias de sus fonogramas. 

148. La LFPPI estipula que en materia de derecho de autor, el titular del derecho tiene la facultad de importar, exportar o autorizar la importación o la exportación de copias de sus obras legalmente fabricadas.

149. En el caso de contratos de inclusión fonográfica así como de los organismos de radiodifusión que transmiten programas al público, los derechos de los productores de fonogramas o de dichos organismos están protegidos por un plazo de 50 años contados a partir del primero de enero del año siguiente al que se fijaron por primera vez los sonidos incorporados al fonograma o al que se haya realizado la emisión.

150. El Salvador no establece excepciones o exenciones al trato nacional para los extranjeros que publiquen sus obras en El Salvador.  La ley se aplica sin distinción entre nacionales y extranjeros.

151. La legislación salvadoreña reconoce el principio de protección de derechos de autor sin la exigencia de ninguna formalidad.  Las formalidades de depósito de las obras protegidas de acuerdo con la ley no son constitutivas de derechos, y tienen sólo carácter declarativo para mayor seguridad jurídica de los titulares y como medio probatorio de sus derechos.  

152. Los programas de ordenador se protegen como obras literarias, gozando de una protección por un plazo de 50 años contados a partir de su primera publicación, o, en su defecto, de su terminación.  Asimismo, las compilaciones de obras diversas, datos o bases de datos en forma legible por máquina o en otra forma, que por la selección o disposición de las materias, constituyan creaciones originales, están protegidas por la ley.

c) Patentes de invención

153. La LFPPI establece el derecho de obtener un título de protección para una invención, modelo de utilidad o diseño industrial, entendiéndose por invención, un producto o un procedimiento aplicable en la práctica a la solución de un problema técnico determinado.  No pueden ser objeto de patente:  los descubrimientos, las teorías científicas y los métodos matemáticos; los planes, principios o métodos económicos o de negocios, los referidos a actividades puramente mentales o intelectuales, y los referidos a materia de juego;  los métodos de tratamiento quirúrgico, terapéutico o de diagnóstico, aplicables al cuerpo humano o animal; excepto los productos destinados a poner en práctica alguno de estos métodos;  y las invenciones cuya publicación o explotación industrial o comercial sería contraria al orden público o a la moral.

154. Las patentes de invención son concedidas por un plazo de veinte años improrrogables, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud en el Registro de Propiedad Intelectual de CNR.

155. En el caso de medicamentos, la LFPPI estipula que las patentes sean concedidas por un plazo de quince años improrrogables, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud en el Registro de Propiedad Intelectual del CNR.  No obstante, las autoridades manifestaron que en virtud de lo dispuesto en la Constitución del país, a saber que los tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros Estados o con organismos internacionales constituyen leyes de la República al entrar en vigor (capítulo II) 2) ii)), a partir de la entrada en vigor del Acuerdo sobre los ADPIC la protección de las patentes de invención en general, inclusive para medicamentos, es de 20 años improrrogables, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud al registro de comercio.

156. Se puede conceder licencia obligatoria de explotación de patente únicamente en casos de emergencia o seguridad nacional declaradas y mientras éstas persistan, siempre que sea necesario para lograr la satisfacción de las necesidades básicas de la población.  Dichas licencias no son transmisibles ni exclusivas y son concedidas por el Juzgado competente, estableciéndose la remuneración adecuada según las circunstancias propias de cada caso, habida cuenta del valor económico de la autorización que se reconocerá al titular de la patente, así como la forma en que se hará el pago al titular.  A finales de 2002, El Salvador nunca había concedido licencias obligatorias.

157. La protección de las variedades vegetales está asegurada únicamente a través de patente. 

d) Marcas de fábrica o de comercio

158. Las marcas y demás signos distintivos están protegidas en virtud de la nueva Ley de Marcas y otros Signos Distintivos que ha sustituido al anterior Convenio Centroamericano para la Protección de la Propiedad Industrial;  dicha ley regula lo relativo a marcas, marcas colectivas, expresiones o señales de publicidad comercial, nombres comerciales, emblemas, indicaciones geográficas, acciones y sanciones por infracción de derechos, lo referente a la Competencia Desleal y Medidas en frontera.  Según las autoridades, la nueva Ley de Marcas establece como principal ventaja su completa armonía con las normas de calidad exigidas por el Acuerdo sobre los ADPIC.
159. Los derechos conferidos por el registro de una marca tienen una vigencia de 10 años a partir de la fecha de su inscripción, plazo que podrá renovarse indefinidamente por períodos sucesivos de 10 años, contados desde la fecha de su último vencimiento.  Con la nueva Ley, El Salvador amplía el ámbito de protección no sólo a las marcas notoriamente conocidas conforme a las disposiciones del Convenio de París, sino a todos los signos distintivos notoriamente conocidos. La nueva legislación no tiene disposición alguna sobre el requisito o condición de uso de las marcas para mantener su registro.
160. El propietario de una marca puede por contrato otorgar la licencia de uso de la misma a una o a varias personas, de forma exclusiva o no para determinado territorio o zona.  El contrato de licencia de uso de marcas deberá inscribirse en el Registro de Propiedad Intelectual y sólo surtirá efectos frente a terceros a partir de la fecha de su correspondiente inscripción.

161. En materia de propiedad industrial, la Ley de Marcas y otros Signos Distintivos establece que si así lo estipulare el contrato de licencia de una marca extranjera, debidamente inscrito en el Registro, el licenciatario podrá impedir las importaciones de los productos que, estando amparados por la marca objeto de licencia, se pretendan introducir al país con fines comerciales.

e) Dibujos y modelos industriales 

162. Los diseños industriales están protegidos en base a disposiciones de la LFPPI por un plazo de 5 años a partir de la presentación de la solicitud, prorrogable por 5 años más.  Dicha protección no excluye ni modifica la protección que pudiera corresponder a tales diseños en virtud de otras disposiciones legales, en particular las relativas al derecho de autor.  No se protegen los diseños industriales que no se consideren nuevos, es decir, cuando por sí solos presentan diferencias menores o secundarias con otros anteriores o sólo se refiera o aplique a otro tipo de género de productos;  tampoco se protegen los diseños cuya divulgación fuese contraria al orden público o a la moral.

f) Esquemas de trazado de los circuitos integrados

163. Actualmente está en estudio un anteproyecto de ley secundaria que regulará todos los aspectos relacionados con los esquemas de trazado (topografías) de los circuitos integrados.

g) Protección de la información no divulgada 

164. La LFPPI define y protege los secretos industriales o comerciales.  Dicha protección se asegura estén o no fijados en un soporte material los secretos y no requiere registro.

165. Con relación a lo dispuesto en el párrafo 3 del Artículo 39 del Acuerdo sobre los ADPIC, relacionado con productos farmacéuticos o productos químicos agrícolas, la información no divulgada que sea proporcionada a cualquier autoridad salvadoreña para la aprobación de la comercialización de un producto farmacéutico o producto químico agrícola por una persona que la posea como secreto industrial o comercial, no se considera del dominio público, ya que está protegida legalmente, se encuentre o no fijada en un soporte material.

166. No existen disposiciones que permitan que un tercero utilice información no divulgada protegida por la ley, sin autorización de quien legítimamente posea el secreto o información, ni existe disposición que establezca plazos para su protección, por lo que esta información no divulgada está protegida mientras cumpla con los requisitos del artículo 177 de la LFPPI.

h) Indicaciones geográficas

167. Las indicaciones geográficas y denominaciones de origen son reguladas por la Ley de Marcas y otros Signos Distintivos, la cual establece un procedimiento de registro de indicaciones geográficas y denominaciones de origen.  Lo anterior facilita la protección de las denominaciones de origen nacionales, así como también las denominaciones de origen de productos provenientes del extranjero.  Asimismo, la nueva Ley estipula que una indicación geográfica no podrá usarse en el comercio en relación con un producto o un servicio cuando tal indicación sea falsa o engañosa con respecto al origen geográfico del producto o servicio, o cuando su uso pueda inducir al publico a confusión con respecto al origen, procedencia, características o cualidades del producto.
168. El comerciante que adopta como marca un nombre geográfico no puede impedir que productores y comerciantes vinculados al lugar designado por ese nombre lo usen para indicar de manera leal y veraz la procedencia de sus productos (o servicios).  Conforme al derecho de marcas, los nombres geográficos sólo pueden constituir marcas cuando resulte arbitraria o caprichosa su relación con el producto (o servicio) que distingue.  Si la adopción de un nombre geográfico como marca resultara engañoso respecto del lugar de procedencia o de las características del producto al que se aplique la marca, ese nombre no puede constituir una marca válida.

169. Las simples indicaciones de procedencia y las denominaciones de origen o los signos que puedan indicar una falsa procedencia, naturaleza o cualidad no pueden usarse ni registrarse como marcas, ni como elementos de las mismas.

i) Observancia de los derechos de propiedad intelectual

170. El Salvador ha realizado esfuerzos en los últimos años para garantizar el cumplimiento de las leyes en materia de DPI, en particular a través de la creación en la Fiscalía General de la República de una unidad especializada en propiedad intelectual.  Asimismo las autoridades salvadoreñas señalaron que el Ministerio de Economía ha hecho un esfuerzo de coordinación de todas las instituciones relacionadas con la materia, entre ellas el Organo Judicial, la Policía Nacional Civil, la Dirección General de Renta de Aduanas, el Centro Nacional de Registros y la Fiscalía General de la República.  

171. Las autoridades han resaltado que la efectiva actuación de la Unidad de Propiedad Intelectual de la Fiscalía General de la República ha representado uno de los instrumentos de mayor valor para luchar contra los abusos de los derechos de propiedad intelectual en El Salvador.  En 2001, dicha Unidad duplicó sus intervenciones, llegando a realizar 120 allanamientos.  Asimismo, las autoridades señalaron que en la casi totalidad de los casos los litigios fueron resueltos en períodos sumamente cortos a partir de la correspondiente denuncia por parte del afectado, por ser delitos de acción pública promovidos a instancia particular.  De acuerdo con las disposiciones vigentes, los infractores de DPI pueden ser sancionados con penas de uno a tres años de prisión.  En casos de violación agravada de derechos de autor y de derechos conexos, la pena puede alcanzar cinco años de prisión (las disposiciones en materia de observancia de DPI están detalladas en el cuadro AIII.2).

172. Asimismo, las autoridades señalaron la colaboración del Gobierno de El Salvador con la Business Software Alliance (BSA) y la Asociación de Medianos y Pequeños Empresarios (AMPES) en el desarrollo de una campaña de legalización de programas de ordenador a nivel nacional lanzada en el año 2001.  En este marco, las instituciones del Gobierno elaboraron un inventario de sus programas de software y sus licencias con el fin de adquirir las licencias que hicieran falta.  La campaña también ha contado con la colaboración de importantes gremiales, que han organizado seminarios y actividades dirigidas a orientar a sus respectivos agremiados con respecto a la legalización de sus programas.
173. Adicionalmente, diversas instituciones relacionadas con la propiedad intelectual han realizado numerosas actividades de promoción de la misma, desarrollando talleres y seminarios dirigidos a diferentes sectores de la sociedad salvadoreña, empresarios, estudiantes y público en general, fomentando con ello la cultura de respeto de estos derechos.

174. A pesar del progreso hecho en años recientes, algunos titulares de derechos de propiedad intelectual consideran que no se ha alcanzado un nivel de observancia adecuado de estos derechos.
  El alcanzar dicha meta no sólo es importante en el contexto multilateral sino también para garantizar el acceso preferencial que El Salvador recibe de los Estados Unidos en el marco de su Sistema Generalizado de Preferencias y la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (capítulo II 4) ii)), acceso que es de importancia para las exportaciones salvadoreñas.
� Documento G/VAL/30 de la OMC, de 6 de julio 2000.





� Documento WT/L/453 de la OMC, de 17 de mayo de 2002.


� Documento G/C/W/372 de la OMC, de 13 de mayo de 2002.





� Documento WT/L/476 de la OMC, de 12 de julio de 2002.





� Dicho proyecto de Ley ha sido notificado en el documento G/VAL/N/4/SLV/1 de la OMC, de 26 de junio de 2001.


� Para una descripción detallada de los niveles consolidados, véase OMC (1997), Examen de Políticas Comerciales, El Salvador 1996, Ginebra.





� La solicitud de El Salvador se encuentra en el documento G/L/514 de 1º de marzo de 2002;  la decisión del Consejo General otorgando la exención se encuentra en el documento WT/L/456 de 17 de mayo 2002.





� Documento G/AG/N/SLV/6 de la OMC, de 10 de agosto 1998.





� Documentos G/AG/N/SLV/8, G/AG/N/SLV/9 y G/AG/N/SLV/10 de la OMC, de 25 de abril de 2000, 23 de febrero de 2001 y 23 de abril de 2002, respectivamente.





� Reglamento sobre le Apertura y Administración de Contingentes, 28 de octubre de 1999, promulgado mediante Decreto Ejecutivo Nº 46 publicado en el Diario Oficial Nº 203, Tomo Nº 345, 29 de octubre de 1999.  Posteriormente se decretaron reformas al Reglamento mediante Decreto Nº 16, 15 de marzo de 2000, publicado en el Diario Oficial Nº 73, Tomo Nº 347, 12 de abril de 2000 y Decreto Nº 97, 16 de noviembre de 2000, publicado en el Diario Oficial Nº 223, Tomo Nº 349, 28 de noviembre de 2000.





� Ley Reguladora de la Producción y Comercialización del Alcohol y de las Bebidas Alcohólicas, promulgada mediante Decreto Nº 587 publicado en el Diario Oficial Nº 211, 8 de noviembre de 2001.





� Ley del Impuesto sobre las Bebidas Gaseosas Simples o Endulzadas, promulgada mediante Decreto Nº 64 publicado en el Diario Oficial Nº 41, 26 de febrero de 2001.





� Ley de Impuesto de Cigarrillos, promulgada mediante Decreto Nº 18 publicado en el Diario Oficial Nº 224 del 1º de diciembre de 1997.





� Derecho Legislativo Nº 235, 17 de diciembre de 1985, publicado en el diario Oficial 244-Bis, Tomo Nº 289, 23 de diciembre de 1985 y Acuerdo Ejecutivo Nº 5, 14 de enero de 1999, publicado en el Diario Oficial Nº 16, Tomo Nº 342, 25 de enero de 1999.


� Decreto Nº 353 de 6 de abril de 2001.





� El Reglamento Centroamericano sobre Prácticas de Comercio Desleal fue notificado por El Salvador el 30 de marzo de 2000 (documento G/ADP/N/1/SLV/2 de la OMC, de 21 febrero de 2002); dicha normativa derogó el Reglamento sobre Prácticas de Comercio y Cláusula de Salvaguardia adoptado el 29 de enero de 1993.





� Las preguntas formuladas ante el Comité por los Estados Unidos y el Canadá se encuentran respectivamente en los documentos G/ADP/Q1/SLV/1 y G/ADP/Q1/SLV/2 de la OMC, de 9 de abril de 2002 y de 8 de abril de 2002, respectivamente;  las repuestas de El Salvador están reproducidas en el documento G/ADP/Q1/SLV/3, de 25 de abril de 2002.





� El Reglamento ha sido notificado en el documento G/SG/N/1/SLV/2 de la OMC, de 2 de septiembre de 1996;  las respuestas a las preguntas formuladas ante el Comité de Salvaguardias figuran en el documento G/SG/Q1/SLV/2, de 12 de noviembre de 1996.





� Dichos procedimientos han sido notificados al Comité de Salvaguardias;  las distintas notificaciones se encuentran en los siguientes documentos:  G/SG/N/6/SLV/1 (carne de cerdo);  G/SG/N/6/SLV/2 (arroces);  G/SG/N/6/SLV/3 (fertilizantes).





� Documentos G/SG/N/9/SLV/1, G/SG/N/9/SLV/2 y G/SG/N/9/SLV/3 de la OMC, de 20 de febrero de 2001, 20 de junio de 2001, 8 de noviembre de 2001, respectivamente.





� Documentos G/AG/N/SLV/2, G/AG/N/SLV/5 y G/AG/N/SLV/7 de la OMC, de 5 de diciembre de 1996, 6 de agosto 1998, y 18 de agosto de 1999 respectivamente.





� Documento G/TMB/N/8 de la OMC, de 1º de marzo de 1995.





� Artículo 31 de la Ley de CONACYT.





� La lista de normas salvadoreñas obligatorias y recomendadas puede ser consultada en línea en el Centro de Información del Centro Nacional de Información de Normas, Metrología, Acreditación y Certificación de la Calidad (http://www.infoq.org.sv/).





� Ley de Fortificación del Azúcar con Vitamina "A," promulgada por Decreto Legislativo Nº 843, 14 de abril de 1994, publicado en el Diario Oficial Nº 96, Tomo 323, 25 de mayo de 1994.





� Las cifras se refieren a las notificaciones recibidas hasta el final de mayo de 2002 (documentos de la OMC de la serie G/SPS/N/SLV/).





� Documento G/SPS/R/6 de la OMC, de 14 de noviembre de 1996.





� Documento G/SPS/R/17 de la OMC, de 24 de febrero de 2000.





� El salario mínimo urbano vigente es de 42 colones salvadoreños diarios, equivalentes a 4,80 dólares EE.UU. o 1.260 colones mensuales (144 dólares EE.UU.).





� Capítulo XII del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana; Capítulo 16 del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y Capítulo 16 para el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá.





� Las notificaciones correspondientes están contenidas en los documentos G/SCM/N/71/SLV y G/SCM/N/71/SLV/Suppl.1 de la OMC, de 10 de enero de 2002 y 15 de marzo de 2002, respectivamente.





� Documento WT/MIN(01)/17 de la OMC, de 20 de noviembre de 2001.





� Documentos G/SCM/N/74/SLV/1 y G/SCM/N/74/SLV/de la OMC, de 3 de enero de y de 7 de enero de 2002, respectivamente.


� Las notificaciones de las disposiciones administrativas acordadas entre los Estados Unidos y El Salvador figuran en los documentos G/TMB/N/141, G/TMB/N/189/Add.1, G/TMB/N/199 y G/TMB/N/200 de la OMC, de 21 de febrero de 1996; 31 de octubre de 1996 y 29 de noviembre de 1996 respectivamente.  Para más detalles, sobre los contingentes en vigor en los Estados Unidos, véase OMC (2001), Examen de las políticas comerciales de los Estados Unidos, IV(2).





� Estimación basada en los precios del azúcar vigentes en enero de 2002 (IMF (2002), International Financial Statistics, marzo de 2002.





� Código de Comercio emitido mediante Decreto Legislativo Nº 671 de 8 de Mayo de 1970.





� Código Penal emitido mediante Decreto Legislativo Nº 1030 de 30 de Abril de 1997.





� Ley de Protección al Consumidor, artículo 5.





� Acuerdo Ejecutivo Nº 56 de 18 de enero de 2001, el cual estuvo vigente por un año.





� Acuerdo Ejecutivo del Ministerio de Economía Nº 881 de 27 de noviembre de 2001.





� Documento G/STR/N/6/SLV de la OMC, de 7 de marzo de 2001.





� Véase capítulo IV.





� Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (1999), Estadísticas e Indicadores de Ciencia y Tecnología, 1994-1998, [en línea].  Disponible en:  http://www.conacyt.gob.sv/, de 14 de julio de 2002.





� Las preguntas formuladas a El Salvador y las correspondientes respuestas en el contexto del examen figuran en el documento IP/Q/SLV/1, de 18 de agosto de 2000.





� Documento IP/N/3/Rev.6 de la OMC, de 1º de marzo de 2002.





� Reporte sobre El Salvador de la Alianza Internacional de la Propiedad Intelectual, disponible en su sitio Internet, http://www.iipa.com/rbc/2002/2002SPEC301ELSALVADOR.pdf.
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		Table III [esc] Tariff escalation for manufactured products

		(per cent)

						Raw materials		Semi-processed products		Fully processed products

		ISIC 2-digit category		Code

		Manufacture of food, beverages and tobacco		31		10.2		15.1		15.8

		Textile, wearing apparel and leather industries		32		2.2		16.0		20.5

		Wood and wood products, including furniture		33		0.0		6.5		12.5

		Paper, paper products, printing and publishing		34		0.0		3.0		7.5

		Chemicals, petroleum, coal, rubber, plastics		35		2.0		1.3		6.0

		Non-metallic mineral products except petroleum and coal		36		5.0		2.3		7.2

		Basic metal industries		37		0.0		2.2		0.0

		Fabricated metal products, machinery and equipment		38				1.7		3.8

		Other manufacturing industries		39		8.8		1.3		9.7

		Source:  WTO Secretariat estimates based on data from govt. of El Salvador.
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